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INTRODUCCION. 

El estado realiza diversas acti·Jidades pnrn el fiel -

compl:imiento de sus finalidades. Es precisamente a través del P.2 

der ejecutivo como desarrolla una actividad que se encamina a la 

realización de los servicios públicos y a la satisfacción de las 

necesidades generales. 

E::;.'.l acti•:id:id, que cien~! unn trriportaiir.ill primordial en 

el estado moderno, ha recibido el nombre de actividad financiera, 

la cual, la cumple el estado para administrar el pntrimonio, pa-

ra determinar y recaudar los tributos, para conservar, destinar 

o invertir las sumas ingresadas. Imponiendo a los particulares 

las contribuciones necesarias a través de las cuales deberán pa.!. 

ticipar en el gasto público. 

Esta obligación de los particulares, r12sultaría inso-

portable si no estuviese basada en la existencia de ciertos pri.!!, 

cipios, como legalidad, igualdad, proporcionalidad y equidad. 

Cuando las autoridades fiscales no ajustan sus actua-

ciones a tales principios, se genera la posibilidad jurídica pa-
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ra los contribuyentes de combatirlas, naciendo desde ese mamen-

to la controversia fiscal. 

En el primer capítulo de este trabajo, analizo la ju~ 

ticia social COC1o valor supremo a que <?Spira toda la colcctivl-

En el segundo cilpÍtulo se analiza el proceso, como -

instrumento del dcredx> para dirimir las controversias que se --

presenten y evitar con ello, la venganza úe propia m::J.no. 

En el tercer capítulo se analiza laa partes en el pr.2. 

ceso \?O posición contrapuesta, una de ella!I ejt!rcltando la ac.--

ción, y la ot:.rn es aquella frente u la Cul\l se está solicitando 

un acto. Asimismo se comenta la capacidad que exige la ley pa-

ra ser par.tes. 

Finalmente en el cuarto capítulo se analiza el proce-

so fiscal, interviniendo la autoridad administrativa y el part!, 

cular. Encontrúr.dose en todos los casos invc~tigados 1 la viol_! 

ción al principio de igualdad de las partes 1 que tan cuidadosa-

mente han consagrado las leyes positivas. 



CAPITULO l 

ASPECTOS GENERALES. 

t.- t.A JUSTICIA SOCIAL. 

Toda la vida. del hombre gira alrededor de un solo pro-

pósito• y consiste precisamente en el de superarse y en el de o!?_ 

tener su felicidad completa. Para lograr esta finalidad, ~e.ali-

za una serie. de i!Ct1.vidadcs tendientes a obtener un bienestar -

duradero. 

Un factor fundamental para que el hombre llegue a sus 

propios fines y obtt.inga su felicidad, es pues la libertad de ac-

tua:r, entendida éscn en su aspecto externo, es decir, sin limit_! 

ciones que hagan imposible real.izar los propósitos deseados. Pot 

consiguiente, el hombre es por su propia naturaleza libre para -

fijarse metas y para s~leccionar los medios que eatime convenie_!! 

tes para tal efecto. 

La sociedaá hu1fu'lna per!ligui? para todos sus miembros el 

bien común, que consist.e en realizar algo que beneficie a todas 

laa personas que la forctnn. De esta manera existe la necesidad 
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ineludible de ayuda mutua entre los hombres. 

En la vida social cada persona debe prest:Ir y recibir 

ayuda a la vez. Uo se podría 11 hablar de ayuda mutua si se -

tratara de lograr un bien que " (1), exigiendo el esfuerzo de 

todos, sólo aprovechara a un cierto número de las personas que -

integran la sociedad. Así la justicia social consiste en la 

igualdad entre lo que Sl? les hace a los hombres, y lo que por d~ 

recho se lea do be hacer. La justicla !3uµuna 1 .::.lg'3n " ..• derecho 

ajeno que debemos de respetar a toda costa ••• 11 (2), o sea ser -

justo con cada miembro de la sociedad pat'ticularmente considera-

do. 

La justicia social no tiene por objeto el bien partic~ 

lar, sino el común, tanto en lo que exige a las personas como en 

lo que les da. t .a! e::~ ~!; !'ill ob1eto, 11
, •• si la tazón en que -

se funda no es otra que el bien común de todos ••• tt (3), al cual 

invoca lo mismo al exigir que al conceder, la justic.in social se 

(1) MILLAN Puellas, Antonio. 11 Persona Humana y Justicia Social" 
Edit. Porrua, S.A. México, 1985. 
?ags. 41 y 59 

(2) MlLLA.'l Puelles, Antonio. Ob. Cit. Pags. 41 y 59 
(3) MlLLA.'l Puelles, Antonio. Ob. Cit. Pags. 41 y 59 



- 3 -

idcn:ifica con una· justicia ·general, cuyo objeto directo =:.e es -

el bien privado de nadie en particular, sino el bien general. 

La justicia social. se divide en general o legal y PªE. 

ticular. Según que consldere los actos humanos rel.:icionndos con 

lo que exige la conservación de la vida social y el bien cooún7 

o en relación con lo que correspondt! a los particulares entre sí 

o frente a ln comunidad. L.1 primera regula los derechos de la -

sociedad; la segunda los derechos de los particulares. 

La justicia general o legal exige que todos y cada uno 

de los miembros de la comunidad, ordenen adecuadamente su condu.!:_ 

ta al bien común. Es decir 11 ordena tanto los deberes de lon 

ciudadanos ft'ente a la autoridad como representante de la comun!, 

dad ••• " (4), como los deberes de los propios gobernantes, dado 

que también ellos están obligados a actuar de acuerdo con las -

exi.genei.n.R ele] hi.en rlP. tndo!'l. F.1 quj~r.o f'1tn1Rr dP.1 dP.l"P~hn: "" 

(4) PRECIADO Hernández Rafael. "Lecciones de Filosofía. del Der.!:_ 
cho. 

U .. ~t.A.!f.. Textos Univtlrnltarios. Héxlco, 1984 
Pags. 222 y 223 
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111 justicia general, es siempre la comunidad ccQo persona jirr{-

dica colectiva, y el sujeto obligado, es l?l individuo, ya se le 

considere en su calidad de cludadnno o de gobernante. 

La justicia no p.artaite qur. loB sacrificios lopue:stos -

n unos sean !lObrevalorados por la mayor cantidad de ventajas di~ 

frutadas por muchos. 

Por tanto, en una sociedad justa, las liberta.des de. la 

iguald:id de ciudadanía se toman como establecidas di:finitivamen-

te; los derechos asegurado9 por la justicia social, no están su-

jetos a 11
, •• regateos pol!ticos ni al cálculo de intereses soci!. 

les. Una injusticia sólo es tolerable cuando es necesario para 

evitar una injusticia aún rn.ayor. n (5) 

Con!;idero que el objeto principal de la justicia es la 

estructura básica de la saciedad oJ mejor dicho, ~l codo en que 

las instituciones sociales más importantes distribuyen los dere-

¡;hoG ¡· obligaciones fundamencnles y determinan además. las venc! 

(5) JOltN, Rawls. 11La Teoría de la Justicia11
• 

Edit. Fondo de Cultura Económico. Mexico, 1979 
Pags. 20 y 2l 
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jas provenientes de la cooperación social. 

Por instituciones más iI:1portantes entiendo la Constit~ 

ción Política y las principales disposiciones económicas y sacie_ 

les. Así, la protección jurídica de la libertad de pensz.mitmto 

y de conciencia, la competencia :nercanc11. ln propiedad priv:idtt 

de los medios de producción y l.:i f:u:iilia monogámica son ejemplos 

de las instituciones sociales más importantes. 

La estructura básica contiene varias posiciones socia-

les y que los hombres nacidos en posiciones sociales diferentes, 

tienen distintas espectativas de vida, determinadas en parte. 

tanto por el sistema pol!tico como por las circunstancias -

económicas y sociales." (6) 

De este modo, considero que las instituciones de una -

sociedad favorecen ciertas posiciones iniciales frente a otras. 

Estas son desigualdades notoriamente profundns. Es a estas des-

igualdades de la estructura básica de la sociedad, probablemente 

(6) JOHN Rawls. Q!!.:. Cit. 

Paga. 21 y 22 
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inevitables, a las que se deben aplicar en primera instancia los 

principios de la justicia ~· 

Estos principios regulan pues, la selección de una 

constitución política y los elementos principales del sistema -

econócico y social. 

Ahora bien, digamos que una sociedad está bien ordena-

da no sólo cuando está diseñada para promover el bien de sus 

miembros, sino cuando también está efectivamC?nte regulada por -

una concepción de la justicia. E9to quiere decir, que se trata 

de una sociedad en la que cada cual acepta y sabe que los otros 

aceptan los mismos principios de justicia, y las instituciones -

sociales bilsicas satisfacen generalmente estos principios y se -

sabe que lo hacen. En este caso, aún cuando los hombres puedan 

te.net" demandas excesivas entre ellos. reconocerán sin embargo, -

un punto de vista común conforme al cual sus pretensiones pueden 

nor determinadas. 

Por supuesto que las sociedades existentes rara vez e.! 

tán bien ordenadas• ya que muy frecuentemente está en discusión 
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lo que es justo e injusto. Los hombrea están en desacuerdo ace! 

ca de cuales principios debieran definir los tCrminos básicos de 

su asociación. No obstante. puedo decir que a pes3.r del desa--

cuerdo cada uno tiene una concepción de la justicia. 
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1.1 Las Garantías Constitucionales del Gobernado. 

Los derechos individuales son codos aquellos que cona-

tituycn ln personalidad del hombre 1 y cuyo c.j ercicio le corres-

pande cxcluaivn.mente nl propio hombre, sin más límite que el de-

recho recíproco. Lss g;arnntíaa constitucionales 11 son la re_!! 

liza.ción por escrito de esog derechos en el cuerpo de precept.-:>a 

constitutivos del Estado y que se hacen garantía a través del -

juicio de amparo." (7) 

Loa derechos individuales, !le manifiestan en la. persa-

na misma, en las cosas y en las acciones. En la persona, en to-

dos los actos que se refieren a su libertad individual: en las -

cosas, en cuanto a su uso y disposición exclusiva por parce de -

esa persona; y en cuanto a las acciones, todo aquello que se t'-=-

fiera a la manifestación de ln palabra verbal o escrita y a todo 

ejercicio que con ella se relaciona. 

(7) AJ.CORTA, Amancio. 
Edit. América.lee. 
Pago. 7 y 8 • 

"Las Garantías Constitucionales". 
Buenos Aires, 1945 
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Las llamadas garantías constitucionales, son también -

denominadas como garantías individuales, derechos del hombre, d~ 

rechos fundamentales, derechos públicos subjetivos o derechos -

del gobernado. 

Estas garantías o derechos, no son elnboracioncs de j!!_ 

ristas, politólogos o sociólogos, ni nacen como producto de una 

reflexión de gabinete. Son auténticas urgencias de los pueblos, 

quienes se las arrancan al soberano para logr::ir el pleno conoci-

miento de libertades y atributos, que se supone corresponden a -

la persona humana por el simple hecho de tener esta calidad. 

El concepto garantía en derecho público, ha significa-

do diversos tipos de seguridades o protecciones en favor de los 

gobernados dentro de un esta.do de derecho, es decir, dentro de -

que la actividad del gobierno está sometida a normas preest.able-

cidas que tienen como base de sustentación el orden constitucio-

nal. 

Evidentemente los seres humanos tan sólo en su natura.-
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leza genérica. son iguales, ya que en lo que respecta a sun cara~ 

ter!sticaa biológicas, psicológicas, el medio m11terial, social o 

económico en que actúan, y a su problemática peraonal, los hom--

bres son desigual2s. 

"Ln igualdad no ne enuncin rcspec to de los hombres, s!_ 

no de las leyes al regular loa derechos y las interrelaciones de 

aquellas, y da los tribunales al interpretar y aplicar las le--

yes." (8) E::::to últ.imo co una garantía de un orden jurídico, que 

permite que éste aproveche a todos los individuos por igual, in-

dependientcmente de la desigualdad que es~á implícita en la fenE_ 

menolog!a de las personas, porque de otra forma el orden jurídi-

co no scr!11 justo al permitir privilegios o excepciones a cier--

tao personas, que no se reconoce n otras en idénticas circunsta!l 

cias. 

Por ello el Dr. Burgoa señala que ". • • la igualdad se 

traduce en que va.rins personas, en número indeterminado, que se. 

(8) V, CASTRO, Juventino. "Lecciones de Garantías y Amparo". 
Edit. Porrua, S.A. México, 1973 
Pags. 180, 181 y lBZ. 
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encuentren en una determinada situación,. tengan la posibilidad -

y capacidad de ser titulares cuantitativamente de loG mismos de-

rechos y de cont:raer las mismas obligaciones que emanan de di---

cho estado.º (9) En otras palabras, la lgualdnd, desde un pun-

to de vista jurídico, se manifiesta en la posibilidad y capnci--

dad de que varias p~rsonas, numéricamente indeterminadas. adqui! 

ran los derechos y contraigan las obligaciones derivadas de una 

cierta y determinada situación en qui: ac cr.cuentrn11. Racur'!"iré 

a un ejemplo, el 3rrendatario. el mutuatario, el comerciante, -

etc., tienen en términos abstractos una situación jurídlcá dete.r 

minada y específica establecida por el orden de derecho corres-

pendiente. 

Pues bien, un comerciante, un arrendatario, un mutunt!_ 

rio, p1::rPvn;:;.l!:.::.d.-;-9 n tnrlividunlizados, gozan de los ndsmos der! 

chos y responden de las mismas obligaciones que todas aquellas -

personas que tienen su misma situación jurídica de comerciantes, 

(9) BURGOA Orihuela, Ignacio. 11Las Garantías Individuales" 
Edit. Porru.a, S.A. México, 1985 
Pags. 251 y 252. 
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arrendatarios o de r.iutuntarios. Por ende, és ca corn1tituye el ... 

presupuesto del ~l'!.nÓmeno d11 igualdad jurídica, que se revela en 

la posibilidad ;. capacidad que tiene una persona individualmentl! 

considerada de se= titular de derechos y contraer obligaciones -

que corresponden a otros sujetos numéricamente indeterminados -

que se encuentren en una situación jurídica. 

El artículo lo. de nuestr¡¡ constitución vigente esta--

blece: "En los Estados Unidos Mexicanos codo lnJ.ividuo c;o:::.!!"5' -

de las garantías que otorga esta Constitución. 11 Esas garantías 

se encuentran especificadan en los primeros veintinueve art!cu-

los, p!:'eceptos que de manera expresa, y a vece;; con múltiples d!:_ 

talles, determinan los hechos y los derechos que teó'ricamente se 

designan como del hombre, o derechos humanos, y que nuestra con.§_ 

tituciún <ul111.it.:-.; pC!'C ne r!ebo;omo~ P.ntender que los individuos ti_! 

nen tales derechos meramente porque la propia constitución se -

los otorga, pues nótese que el precepto constitucional expresa -

claramente que otorga garant:!as 1 no derechos; las garantías son 

realmente una creación de la constitución, en tanto que los der.! 
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chas del hombre son protegidos por esas garantías. que no provie 

nen de ley alguna, sino directanu:mte 11 di! la calidn.d y de los 

atributos naturales del ser humano 11 
( 10) • es decir, ha.y que 

distinguir entre derechos humanos, que en términos generales son 

faculte.des de actuar o disfrutar, y garantías, que son los com--

premisos del esca.do de respeta~ la existencia y el ejercicio de 

esos derechos, 

Sin embargo. debemos reconocer que si la ley constitutiva no ga-

rantiza ningún derecho del hombre, tales derechos resultan meras 

concepciones teóricas, sin aplicación práccicn. 

Pero primero es ser, y luego el modo de ser 1 por ende, 

antes que la ley positiva de los derechos del hombre, hay -

que considernr q11 Mt11r.:?ln:.:! !.:;.:r!r.ocC4 1 lu<li::pendienteDente de -

si son o no efectivos ••• 11 (11), con la advertencia de que, si -

la ley constitutiva de determinado P!sta.do no menciona ni garant!, 

(10) BAZDRESCH, Luis. "Las Garantías Constitucionales11 

Edit. Madrid. España, 1968 
Pag. 12 

(U) BAZDRESCll, Luis. Ob. ~ 
?ag. lJ 
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z.a ningún derecho del hombre, sino que simplemente les son dese~ 

nacidos por e!:ie estado; deben en dado caso, ser reconocidos, ba-

jo la forma de otorgamiento, de declar:ición o de. cualquier otra 

forma. 

Por su naturaleza, el hoC1bre es un ser consciente, au-

cónomo racional, dota.do de voluntad, de c::.-iter-io 'l de libre a,!. 

bedrío, que vive y actúa en un clima social y político, animado 

del propósito de lograr su subsistencia y la de quienes dependen 

de él, así como de la de procurar el mejoramiento de su situa---

ción personal y familiar. 

La misma naturaleza le ha dotado de las aptitudes cor-

perales y mentales adecuadas para fo realización de esas final!-

dadcs; tales como las manos para trabajar, las piernas para tra! 

ladarse de un lugar a otro, el hnbla, la inteligencia en sus di~ 

tintas manifestaciones, la decisión, el esfuerzo, etc. 

En el ámbito social en el que el hombre se desenvuelve, 

esas facultades deben ser reconocidas " ••• y respetadas mutua y -
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recíprocamente por todos y cada uno de los individuos que compo-

nen la humanidad ••• 11 (12), puesto que cada quien debe tratar a 

los demás del mismo modo que él quiere que los demás le traten. 

Y en el aspecto político del medio social. en l!l que -

las actividndcs de los humanos están sujetas a las normas inst!-

tu!das por la respc.:::.ti•rn nobernn!a, que actúa a través de órga--

nos gubernativos, el reconocimiento y el respeto de las mencion!!_ 

das facultades adquiere singular importancia, por cuanto dichas 

facul.tades, por una parte 1 deben ser ejercitadas dentro de los -

lineamientos de los correspondientes preceptos legales, pues de 

ningún modo son absolutas, y por la otra, las autoridades deben 

establecer la prohibición expresa de impedir ese ejercicio cuan-

do se desarrolla con las restricciones indicadas. 

En el lenguaje jurídico el conjunto de las facultades 

que el hombre tiene por su propia naturaleza para usar y disfru-

tnr de los medios antes referidos, es designado pues, con el noE! 

(12) BAZDRESCH, Luis. Ob. lli.:_ 
Pag, 13 
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bre de derechos humanos, que por las c.onsideraciones expresadas 

derivan de su propia naturaleza, 'J las prevenciones que mandan -

respetar esos derechos son las garantías que l.:i constitución 

otorga. 
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1.2 Atribuciones del Estado en !1ateria Judicial.. 

Todo estado, tiene que realizar funciones imprcscindi-

bles, que no pueden faltar, pues si desaparecen, se destruye el 

propio estado. 

Para poder realizar sus fines 1 el es cado tiene que ac-

tuar. Esta actividad corresponde a su estructu-ra orgánica inme-

diata que se desarrolla de acuerdo con el contenido propio 

de las funciones atribuidas a sus órganos inmediatos " ... -

(13), y as! encontramos las siguientes funciones fundamentales: 

a) En toda ot'ganización estatal tiene que existir una 

actividad enc.:?.minada a formular las norm1rn generRles que deben, 

en primer término, estructurar al estado y, en segundo término, 

reglamentar las relaciones entre el estado y los ciudadanos y -

las relaciones de loo ciudadanos ent.r~ sí. 

b) Además. todo estado, debe tener una función encami-

nada a tutelar el ordenamiento jurídico, definiendo la norma y -

(13) PORRUA Pérez, Francisco. "Teoría del Estado". 
Edit. Porrua, S.A. México, 1954 
Pag. 34 
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aplicándola a canos particulares. 

e} Por último, una tercera función esencial del estndo, 

es actuar promoviendo la satisfacción de las necesidades de los 

ciudadanos y Íomentando el biene9tar y el progreso de la colect! 

vidad. 

La. República Mexicana está compuesta políticamente en 

la fonn.'l de una federación, que tiene 31 'Clismo tiempo entidades 

pol!ticns llamadn!l estados. y al gobierno central que representa 

toda la n.lción y un Distrito Federal; lógicamente se refiere a que 

deben existir en ella las siguientes clases de tribunales, los -

federales propios de la nación, los de los P.stndos y los del Di_!! 

trito Federal. 

A los tribunales de las entidades federativas y a las 

del Distrito Federal s.:!. les conoce con el nombre de tribunales -

del orden común para distinguirlos de los federales. 

Corrcspond~ .:i los tribunales del fu.;ro coUlÚn. del D.Ls-

tritC'I Federal, dentro de los términos que establece la Constitu-

ción i~cneral de la RepUb!ico t la facultad de aplicar las leyes -
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en asuntos civiles y penales del citado fuero; lo mismo que en -

los asuntos del ot"den federal ¿:n los casos en que expresar.iente -

las leyes de esta materia les confie.!'cn la jurisdicción. 

El poder judicial para su ejercicio, goza de ciertas -

garantías de orden políticas, t!co11üruicas de au;cilio suficiente 

para que desempeñe sus funciones. 

Las garantías de orden políticas 1 se hacen efectivas -

mediante la independencia de los otros poderes, la inamo'llilidad 

judicial y su autonomía jurídica. La Constitución General de la 

República consagra la independencia en el artículo 49, que pre-

ceptúa: "El supremo poder de la Federación se divide, para su -

ejercicio, en Legislativo 1 Ej ecucivo Judicial. No podrán reu-

nirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corpora-

ción, ni depositarse el legislativo en un individuo, salvo el C,! 

so de. facultJ.dcs extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, con-

fonne a lo dispuesto el Artículo 29. En ningún otro ca.so, 

salvo lo dispuesto ~n el segundo párrafo del Artículo 131, se 

otoTgarán facultades extraordinarias para legislar." 



- 20 -

También puede considerarse la independencia de los fu~ 

cionarlos que integran el poder judicial " .•• en el sentido de -

que no están sujetos a ninguna autorid;:id superior al dictar sus 

resoluciones ••• 11 (14) 1 de tal manera que. se les considere obli-

gados a obedecer las órdenes sugestiones o puntos de vista. de 

los funcionarios judlc!nles que ocupan un grado superior al de -

ellos i!n el escalafón judichl. 

El estado crea la organización judicial como una nece-

stdad ineludible de orden, de lo contrario la comunidad social -

ser!a caótica. 

La función judicial del estado, es resolver los a~un-

toa controvertidos que se suscitan por la aplicación de las le-

yee. Esta función, normalmente se encarga al poder judicial y -

se definl! como la acción jurídica encaminada a la declaración -

del derecho, 11 en ocasión de un caso determinado, contencioso 

(14) PALLARES, Eduardo. 
Edit~ Porrua. S.A .. 
Pag. 328 

"Derecho Procesal Civil" 
México. 1971 
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o no '} con fuerza de cosa juzgada. 11 (15) 

Dicha función del o!Stado, desde el punto de vista for-

mnl 1 alude a la organización constitucional que se asigna la ta-

rea de ejercerse .'.l través del poder judicial, fundamentalmente -

para p1:eservar el derecho. Est:a activida.d nor:nalmente correspo.!l 

de al Poder j-.sdiciaL y su propósito es realizar la justicia en 

el marco que es tablee.en las leyes. 

Al igual que los individuos. el estado se encuentra ü,2. 

metido a ln ley de la finalidad, y debe, por consiguiente, orie!!. 

tar sus propias actividndcG hacia un fin deteminado. 

Es evidente por otra parte, que el fin del estado no -

es simple, sino complejo; por lo que al lado de una finalidad g~ 

neral se encuentra al mismo r..i.eil.J.?V, fi~~!.~ñndes pnt'cialee que el 

estado debe alcanzar. Si el fin general se puede sintetizar en 

la consecución del bien común de la sociedad civil, 11 este -

mismo fin por su complejidad se desdobla, y entonces surgen como 

(15) SERlL.\ Rojas, Andrés. 11Derecho Administrativo" 
E.dit. Porrua, S.A.. México, 1982 
Pags. 51 y 52 
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finalidades parciales del 8.stado 1 el establecimiento y la canse!. 

vación del orden jurídico objetivo; la conservación y protección 

de la propia existencia del Estado coco entidad soberana; la co_!! 

servación del orden externo 'l la protodón di? todo aquello que -

pueda favorecer al acrecentamiento del bien público.º (16) 

Para que el ~stado pued.:t re.'.!lizar su fin general, me-

diante la obtención de sus finalidades parciales, debe tener el 

poder jur!dico necesario para ejecutar todos los actos adecuados 

para lograr esos objetivos. 

Este poder supremo. único e indivisible, corresponde -

al cstndo en su caráct.::J:r de entidad soberana. Pero como el e!st~ 

do s6lo obra mediante múltiples y diferentes órganos, forzosame!!_ 

te entre ellos deberán distribuirse las distintas finalidades 

parciales, y por consiguiente, entre ellos deber.a repartirse ta!!!_ 

bién el ejercicio del poder social. 

Tradicionalmente se ha dado el nombre de atribuciones, 

(16) VALENZUELA, Arturoª "Derecho Procesal Civil11 

Edit:. Carrilo 1 Hnos. e Impresores, S.Aª México, 1983 
Pag. 56 
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al conjunto de facultades o poderes que se confieren al Es-

tado o a sus órganos, para realizar cumplidamente las finalida-

des que les están encomendadas." (17) 

En el tecniclsmo moderno se entiende también por atri-

bución, las labores, tareas o conjunto de operaciones que el es-

tado debe ejecutar para lograr .:;us J.iferc.ntes finalidades. 

En la realización de una misma finalidad pueden concu-

rrir diferentes órganos que desempeñan diversas funciones. Como 

también puede suceder que a un mismo órgano se le atribuyan dif~ 

rentes funciones. 

Siguiendo una tradicional clasificación, las principa-

les funciones estatales son tres: la legislativa, la ejecutiva y 

la judicial. A la primera corresponde el estnbleci:niento del º! 

den jurídico objetivo; la segunda tienr. por objeto la ejecución 

de las leyes y el desarrollo de la administración estatal, y la 

tercera resuelve los conflictos jurídicos~ 

(17) VALENZUELA, Arturo. !!!!_. f!h 

Pags. 56 y 57 
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Al intervenir el e 9tado en los conflictos jurídicos, -

persigue un doble interés. 

En efecto, la falta de satisfacci.Ón de los intereses -

amparaáos por el derecho objetivo, crea un estado de incertidum-

bre y de conflicto que es perjudicial no sólo para los particul!!_ 

res, sino para la colectividad. El estado como custodio del or-

den social, " ••• tiene interés en que desaparezca ese desorden -

g0cla.l. 11 (18) 

Por otra parte, el hecho mismo de que el estado haya -

considerado determinados bienes de la vida e.orno dignos de tutela 

jurídica, significa que ha estimado su satisfacción como candi-

ción necesaria para la existencia y el perfeccionamiento de los 

particulares y de la colectividad. El estado tiene interés, por 

lo mismo 1 en que se realicen la.s condiciones del perfeccionamie~ 

to individual y colectivo. 

Er.iste por consiguiente, un doble interés del orden s~ 

(18) VALENZUELA, Arturo. ~ ~ 

Pag. 60 
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cial para que el estado inter..renga en la resolución de los con-

flictos jurídicos 1 a fin de que todos los intereses particulares 

protegidos por el derecho, ya sean colect.ivo.'J o individuales, 

queden satisfechos cuando han dejado de estarlo por ineficacia -

de la voluntad de los mismos intc.resados. 

Una vez prohibidas la autodefensa y la defensa confia-

da a un tercero, se impuso la necesidad de la intervención del -

estado para la satisfacción de los intereses pnrttculares. cunn-

do la voluntad de éstos fuera ineficaz para alcanzarlos, Estn -

intervención del estado en la satisfacción de los intereses jur! 

dices de los particulares no se ha entendido siempre de la misma 

manera. 

En los tiempos antiguos la intervención del estado se 

concibió en la forma más rudimentaria, ya que el órgano jurisdiE,_ 

cional autorizaba los mismos actos de presión fIGic.:t que ante-

riormentc empleaba el particular. sobre la persona o bienes de -

su deudor. La función judicial no pasab~ de ::icr un medio de 

ejercer presión física sobre el deudor, para obligarlo a que ma-
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terialmente cumpliera con su deber jurídico. 

Más tJ.rde, el respeto a l.1 dignidad de la persona hutll!!. 

na hizo que la intervención del estado dejara de ser un medio d! 

recto de presionar la voluntad del obligado, para convertirse en 

una forma de p¡-otección aocial de los derechos subjetivos. Ante 

un derecho sub.1etivo de9conocido o violado~ el eRtado inter-venfa 

pnrn hacer efectivo ese derecho independie.nte de la voluntad del 

obligado. 

Al intervenir el estado, en la resoluclón de los con-

flictos jurídicos, desarrolla una actividad que no se agota en -

un solo acto, ni queda consumada en un solo momento. 

Provocada la actividad del órgano jurisdiccional, por 

el titular de un interés jurídico no satisfecha, porque ha sido 

ineficaz: ln voluntad del obligado con relación a su deber juríd.! 

ca, debe primeramente el cismo órgano llevar a cabo un proceso -

de investigación para saber si realmente existe el interés jurí-

dico del que se dice titular el act:or, y s.1 se encuentra insati!!_ 

fecho. 
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?ara que la resolución de loa conflictos sea eficaz, -

se ha hecho necesaria la intervención del estado a través Je un 

poder. 

Este poder o facultad jurisdiccional significa el po-

dcr que exclusivamente corresponde al estado para la. resolución 

de los conflictos jurídicos. At.t"ibu!do di.rectrunent~ este poder 

al estado, los órganos jurisdiccionales participarán J.;. i!l, c.r. -

el desarrollo de ln función judicial. 

Lo ar.terior nos conduce a afirmar que 1
' ••• la complcj_!. 

d.3.d creciente en las naciones y en los pueblos, la especializa-

ción en las actividades humanas y el aumento de la población, -

11 (19) exigen como es lógico la multiplicación y creación de 

órganos encaq~aJoD lf¿ .1.:!:::!::!.st!'!!!° jwiti.cia. Está superado, por 

lo tanto, desde hace siglos, aquello de. que en un pa.!s fueran es 

casos y contados juzgadores los depositarios de la función judi-

(19) CORTES Figueroa, Carlos. "lntToducción a la Teoría Gene­
tal de1 ?roceso" 

Edit. cárdenas, Editor y Distribuidor. México, 1974 
Fag. 119 
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ciaL En nuestros dían existen, pues, en cantidad tal que rea-

pende o que trata de respondcC' a las necesidades colectivas y a 

aquello de que prevalezca paz can justicia. Esos órganos tienen 

que .ser dotados por el estado, de facultades circunscritas, pues 

la época mi~rnH! determina la!:i limitaciones. Todo ~;;tado ::io<lerno 

opta por dividir ficticia.mente eu territorio y, de ahí distribu-

ye a sus órganos las funciones de éstos. Unu vez diseminados 

de acuerdo con las necesidades miis apremiantes, les confía cier-

to número de facultades. 

La función judicial t:lene que sujetarse a las limita-

cienes legales que mejor respondan. a las necesidades públicas, -

f ija.ndo a cada órgano jurü1diccional un número tasado de facult!_ 

des para poder desenvolverse jurídicamente. 

11 La materia, sobre la que versan los asuntos que re-

quieren de solución. es un !ndice claro de repartición de facul-

e.a.des ••• 11 (20). en la inteligencia que mientras más repartida -

(20) CORTES Figueroa, Carlos. Qh Cit. 

Pags. 119, 120 y 122 
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queda la competencia se satisfacen cua.ndo menos tres finalidades: 

dividir el trabajo proporcionalmente, lograr bastante espcciali-

zación y dedicación específica de los órganos judiciales y, si-

m.ultáneamente, más agilidad en la función que: se daso:rrolla. 



CAPITULO II 

DERECHO PROCESAL 

1. - Proceso. 

Las agrupaciones humanas que viven organizadas en es-

do de derecho se diferencian de las primitivas y, en general, -

de las que no conatituyen una entidad política que merezca el -

nol!lbre 1 por el ::::céo de c.::it.::- :-cgulüd¡¡.:; l.:15 r.üaciunc!S J..: lus Í,!! 

dividuos entre s! y los que mantienen todos ellos con la comun!, 

dad. La conducta recíproca de. los súbditos está reglamentada -

en el es cado por normas jurídicas, que son como su voluntad. 

Estas definen las obligaciones y los derechos que pertenecen a 

cada ciudadano. 

Pero la misión jurídica del estado no se agota con e:! 

to. Los individuos pueden desconocer, de diversas formas, el -

valor de la ley; y entonces, 11 
••• no pudiendo dejar la validez 

de sus normas al a.rbitrio de los particulares, se encuentra en 
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la necesidad de completar esta primera función noroativa 

(21) • con otra complementaria, aunque independiente. cuyo fin ~s 

hacer patente ante todos los ciudadanos la eficacia que la ley P.2.. 

see y proteger en el caso concreto al particular.. He aquI la ce;:: 

secuencia de suprimir la libertad de que cada quien se tome la 

justicia por su propia mano. Cuando el est.:ido quiebra, el ciuda-

dano acude al sistema primitivo de la lucha <lel hombre contra el 

hombre. 

Interviene, pues, el estado para conservar el orden ju-

r !die.o que han creado sus normas y para proteger concretamente al 

particular. Y obr.:mdo de esta suerte el estado realiza la fun-

ción jurisdiccional. 

El medio para llevar a cabo la función jurisdiccional -

procesal. 

(21) PRIETO Castro, Leonardo. "Derecho Procesal Civilº 
Edit. Librería General Zaragoza. Madrid, España, 1954 
Pags. 1 y 2 
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La palabra proceso es un término genérico que se aplica 

al desarrolla dinámico de cualquier fl!nÓmeno o actividad. Se ha-

bla entonces de proceso físico, quíraico, fisiológico, etc. "Jurf 

dicamente considerado, ~l proceso es el dcs.:irrollo de la función 

jurisdiccional, y, por lo mismo, el conjunto de las actividades -

necesarias para el desenvolvimit!nto de la función jurisdiccional. 11 

(22). 

El desarrollo de esta función implica la actividad del 

órgano jurisdiccional, la actividad del sujeto activo de la rela-

ción de derecho material cuya realización se demanda, y la activ! 

dad del sujeto pasivo de esa misma relación de derecho material a 

cuya falta de voluntad su atribuye generalmente el incumplimiento 

del deber jurídico correlativo. 

Esta múltiple actividad no se agota en un solo acto, ni 

ge ejercita en un solo momento; exige la ordenada y sucesiva eje-

cución de diference:s actos. mediante los cuales se llega a la re~ 

(22) VALENZUELA, Arturo. ~ ~ 

Pag, 141 
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lización de los intereses particulares que han quedado in!'latisfe-

chos 1 por falta de actuación de la norma jud'.dica de que derivan. 

"La finalidad del proceso se ha hecho consistir en la -

actuación de la norma jurídica, o en dejar satisfechos los derc-

chas subjetivos cuando han sido desconocidos o violados. Resulta 

de aquí una concepción objetiva y otra subjetiva del proceso." -

(23). 

La concepción objetiva mira a la actuación del derecho 

objetivo más que a la actuación del interés de los particulares, 

por lo que esta concepción hace que la jurisdicción sea una fun-

ción eminentemente estatal, ya que al estado incumbe la conserv!!_ 

ción del orden jurídico. 

La concepción subjetiva atiende más que a la actuación 

del derecho objetivo, a la !Hltisfacción del derecho subjetivo -

propio de los particulares, y considera el fin del proceso como 

la tutela de los derechos subjetivos. 

(23) VALENZUELA, Arturo, Ob. ~ 

Pag. 142 
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El proceso es un instrumunto del derecho, porque en él se hacen -

patentes las non:i.:is que interesan. en forma singularizada, J. los 

individuos o .J. los entes que requieren de tutel.1 eficaz, válida y 

quiza inmutable, tutela que siendo jur!dic<'.l por excelencia se su-

pone arreglada a justicia, ya que éstn, coo.o valor !lUprcmo, ha s! 

do anhelada desde sict:1pre par los hombres, esos sujetos de dere-

cho, que h.:i.ce:1 derecho y que ansían respeto para ese derecho. 

El prccesC", pue!:, s-2: pr1!•:1o!nti) C(l1!1o la fórmul;;, de salva-

ción cuando, cualquier otra forma de arreglo o de composición de 

controversias se advirtió que dejaba bastante que desear, lo que 

equivale a entender que dejaba las cosas en peores condiciones a 

causa de.l sacrificio realizado, o a causa del poco respeto que m!:. 

reciera la intervención de un componedor, árbitro o juzgador im-

provisado. 

St! reque.r !a pues 1 
11 

••• de un mecanismo i::lperativo que -

ti.:vicr:i el sello de impr~scindible desde el momento en que los -

:nismos integnmtes Je una soc.leddd convlni~ron l!n autoµrohibirsc 

la venganza de propia mano; respetable porque lo que se decidiera. 
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tendría el sello de esa otra creación ~umana que es el Entado. 11 
-

(24) Y el proceso vino a constituir tal mecanismo de coc:1posición 

de conflictos de intereses y de sumfaistro de justicia. 

Por ello se dice que el proceso es un instrumento al -

servicio de la justicia en e.l que se trata, hasta lo más po!lible, 

de dar a cada quien lo suyo o lo que le c.orre5ponde. Pero para -

ello htty que hacer octuar el derecho. "Ya para este momento e:.ta-

mas conscientes de que el derecho está foruw.do por un conj!Jnto de 

normas jurídicas objetivas, es decir, generales y no individual!-

zadas que corresponden, en sí, a voluntades encubiertas en cada -

una." (25) 

Ahora bien, entre los muchos renglones que requieren e?:_ 

plicación, se halla el consistente en la utilización del concepto 

11 proceso11
, que si bien corresponde a un común denominador, es fr::, 

(24) CORTES Figueroa, Carlos. 22.:. Cit. 

Pag. 75 

(25) CORTES Figueroa. ca.rlos. ~ lli.:.. 
Pag. 76 
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cuente. que aea usado como sinónimo de 11pt"ocedimiento11 o como sin§ 

nimo de 11 juicio11
• 

f.l vocablo proceso es puro concepto, por lo cual difí-

cilmentc se le puede localizar en el tiempo y en el espacio. La 

p3labrn procedimiento, en cambio, significa un quehacer material, 

una de.terminada manera de t"ealizrtr las co!las, por lo cual siempre 

ocup.:1?:'.:Í C!ipncio tiempo. En con.<iccuencin, cuando se usa la ".foz 

11 proceso 11 pe.ro en forma particularizada, o agregándole un adjeti-

vo o una frase coü1plementaria, es que se está utilizando como si-

nónimo de juicio o como sinónimo de pt"ocedlmiento. Por ejemplo, 

decir que el proceso es oral, o escrito, ordinario o sumad.o, de-

be entenderse que lo que se está caracterizando es el proccdit:1ie.,!!. 

to en que se actualiza. 

Al través de ocasiones diversas, se ha venido insistie!! 

do que el proceso, c.s un conjunto de netos que tienden al arreglo 

de situaciones conflictivas o al pt"onunciamiento del Ót"gano de -

justicia que declat"e voluntades de ley; el pt"ocedimicnto implica 

ciertamente esa coordinación de actos, pero en cuanto tienden a -
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un fin común. Es decir, la finalidad común de cales actos norma,! 

ment.c coincide con la finalidad inmediata de las pretensiones de-

ducidas, aunque cada acto tenga su específica finalidad en cuanto 

al siguiente acto de la 5erie. 

Hablar de praceso eG 
11 contemplar los actos que se 

cumplen o que pueden cumplirse para que• sumados, den justifica-

ción a las instituciones que son las piezas de esa maquinaria de 

la justicia." (26) Rt!Íutlt~e al pro.:.cdi::.ic:":.t:c orill3 a hacer me!!. 

ción forzosa a esa realización de actos de modo que ningún acto -

anterior se explique sino por el acto que es su consecuencia. y -

ningún acto posterior vale sin el que le precede. 

"En el estudio del Procedimiento. la ciencia procesal -

es eminentemente práctica; la doctrina y las sistematizaciones en 

corno al proceso, son eminentemente teóricas. De ahí que tantas 

veces se repita que el proce!lo es el continente y el procedimien-

(26) CORTES Figueroa, Carlos. Ob. f!E.:_ 
Pag. 221 



- 38 -

to es el contenido." (27) 

Ahora bien, desde el punto de vista estrictamente grnl!l! 

tical, la e~presión 11 proceso 11 la utiliz<lmos como una sucesión de 

actos, vinculados entre sí, respecto de un objeto común. En el -

proceso jurisdiccional la finalldad que va relacionando a todos -

los actos es la solución de una controversia entre partes que pr~ 

tendcn, en posicione9 antagónicas, que se le6 resuelva favorable-

mente a sus respectivas reclamaciones, Ut!J.ucidas ,'.;.ntc un órzano -

que ejerce facultades de jurisdicción. 

A su vez, el desempeño de facultades jurisdiccionales -

entraña una aptitud legal para aplicar la norma jurídica genernl, 

abstracta e impersonal, a situaciones concretas en controversia, 

para de teminar quien tiene la razón total o parcial, entre las -

¡.i.nta.;; q...:.c h:m. ¿!!du~!<lo ~U!'l pretensiones ante el órgano estatal -

facultado para resolver el litigio. 

El proceso es pues, " por su propia naturaleza. ent~ 

(27) CORTES Figueroa, Carlos. ~ f!!:.:. 
Pag. 222 
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ramente dinámica. El órgano jurisdiccional y quienes acuden ante 

él desarrollan una actuación preliminar al dictado de un fallo -

con el objetivo antes indicado de resolver la controversia plan-

teada. 0 (28) A es CE? respecto ~e opina que el proceso no se cu:n-

ple ni en un solo tietlpo ni en un solo acto, " sino con una s=._ 

rie coordinada. de actos que se desarrollan en el tiempo que 

tienden a la formación de un acto final. 1' (29) El ::.ujct.:o lj,Ut: ¡::irE_ 

nuncia el acto final es el órgano jurisdiccional pero en el proce 

so colaboran necesariamente las partes, las cuales llevan a cabo 

algunos actos que son esenciales e indispensables, comenzando por 

la demanda. que es el acto inicial del cual el proceso recibe su 

impulso. 

Le. <l>:'~t!'inn mndPrnR Admite, por otra 'Parte. que el pro-

ceso es, antes y más que ot.ra cosa, instrumento; instTumento para 

(28) ARELLANO García, Carlos "Teoría General del Proceso" 
Edit .. Porrúa, S.Aª México, 1981 
Pags. 9 y 10. 

(29) TULLID Liebman, Enrico. 11 Manual de Derecho Procesal Civil11 

Ediciones Jurídicas Europa American. Buenos Aires, 1980 
Pags. 25 y 26 
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la verificación de la verdad de los hechos la identificación de 

la r.or:na legislativa que regula el caso concreto .. 

"Dada su calidad de instrumental, el proceso no es nec_!:. 

sario cu.:lndo la::; partes voluntariamente cumplen y se adaptan a la 

conducta prescrita por la notllli1 abstracta." (30) 

En efecto, el procc!lo !le inicia pot' una demanda en que 

el particular pide un tipo de tutela jurídica que s6lo el juez -

puede dar y que efectivamente otorga mediante la sentencia. pero 

entre l:i demanda y la sentencia se realizan una serie de netos d! 

rigidos a obtener del estado-juez el acto vincula ti va que otorga 

ln tutela del derecho substancial a las partes contendientes. 

(30) BECERRA Bautista, José. "El Proceso Civil en México". 
Edit. Cárdenas, Editor y Distribuidor. México, 1977 
Pags. 3 y 4. 
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:.!.- Derecho "Procesal. 

Cuando se tr.:ita de def inír el Derecho 1 en cualquiera de 

sus ramas, se suele hacer referencia al conjunto de normas juríd!, 

cns positivas que lo integran en uu do?i:enú.n:ido país. 

El derecho en 5eneral, el derecho procesal et1 part.ic~ 

lar 1 deben ser considerados, en un doble dz>¡.i~cto 1 ccr::c derecho p~ 

sitivo y como ciencia del derecho. El derecho prncesal con este 

critet"io, 11 
••• debe ::ier definido como una rama de la enciclopedia 

jurídica y como una rama de la legislación." (31) 

Por tanto, la expresión derecho procf!sal tiene dos sig-

nificados distintos, aunque íntimamente relacionadas. Una, se r!:_ 

fiere al derecho procesal positivo (o conjunto de normas jurídi-

cas procesales); ln otrn, al derecho procesal científico (o rama 

de la enciclopedia jurídica que tiene por objeto el estudio de la 

función jurisdiccional. de sus órganos y de su ejercicio). 

Consider<ido como una rama de la enciclopedia jurídica, 

(31) DE PINA, Rafael. "Derecho Procesal Civil" 
Edit. Porrúa, S.A. México, 1978 
Pag. 18 



el· derecho procesal es la disciplina que tiene por objeto el est~ 

dio del sistema de las instituciones mediante las cualeu el esta-

do cumple una de sus funciones característlcas, ln función juris-

diccional. Congidcrado corno una rama de la legislación. 11 
••• el 

Derecho Procesal es el conjunto de normas destinadas a regular el 

ejercicio de tn fonción jurisdiccion.11, a la organización de sus 

Órganos específicos y a establecer la corapetencia de t?stos. 11 (32) 

En su concepción general y unitaria, se concibe como un 

dert!cho de contenido técnico jurídico, que determina las person.J.s 

e instituciones mediante las cuale~ se atiende, en cada caso, a -

la función jurisdiccion.:il al procedimiento que en ésta ha de o~ 

servarse. 

El derecho procesal define '/ delimita la función juris-

diccional, establece los órganos adecuados para su ejercicio y S.!:_ 

ñala el procedimiento procesal. 

Pues bien, la resolución de los conflictos jurídicos m.!;_ 

(32) DE PINA, Rafael. ~ ~ 
Pag. 18 
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diante la función jurisdiccional, requiere el concurso de la nct!_ 

vida.d del órgano jurisdiccional, de la actividad del titular del 

interés jurídico no satisfecho, y <le l.a actividad del sujeto pas! 

vo de la relación jurídica material desconocida o violadn. 

Pero para que esta triple actividad responda al princi-

pio de legalidad y sea al misnio tlempo jurídica, es nccesarto que 

esté regulada por nonnas jurídicas, abstractn.s y generales. 

El conjunto de escas normas es el derecho procesal obj!:_ 

tivo • que se contiene generalmente en los códigos de procedimien-

tos. El derecho procesal eot:á íntimamente relacionado con el de-

recho objetivo material. todo vez que en el proceso se hace uso -

de los medios y de las formas que hacen efectivos en los casos 

concretos y particulares, los intereses que el derecho objetivo -

matcrinl ha c~nsiderado digo.os de tutela jurídicaª 

Las not"mas que componen un ordenamiento jurídico se di2_ 

tinguen en normas primarias sustanciales, que regulan directamen-

te las relac.:fooes que se establecen entre los hombres en su vida -

diaria; y normas secundarias o de segundo grado, que tienen por -
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objeto la vida y el deaenvolvimiento del mismo ordenamiento. 

El derecho proc!!sal evidente.mente es un derecho instru-

mental. 

Así pues, podemos deflnir el derecho procesal, diciendo 

que es el conjunto de nomas que ordenan el proceso. Regula la -

competencia del órgano público que actúa en él, la capacidad de -

las pJ.rtc~ J' c:Jt.:!blece los t .. .!rp1fsttn:->, forr.u1 y cficaci~ de los t!~ 

tos procesales, los efectos de la cosa juzgada y las condiciones 

para la ejecución de la sentencia. Fija, en una palabra, nonnns 

para el desenvolvimiento del proceso, lo que equivale a decir no!. 

mns para la realización del fin de justicia objetiva propio del -

mismo, y ello le da el carácter de derecho público. 

11Esta definición supone dar por admitido el carácter -

científico del derecho procesal, punto éste que ha sido últimamen 

te cuestionad!.'.>. Se sostiene, en contra de ella, además, que este 

concepto está en crisis y que no corresponde ens+úiar ~sta materia 
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en las Universidades sino aprenderla en la práctica profesional. 
11 

(33) 

(33) COunrn.E J." Eduardo.. "Fundamentos del DerBcho l'rocesal Ci­
vil11 

Edit. Depalma. Buenos Aires,. 1951. 
Pag. J. 
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3.- Derecho Procesal Fisc.al. 

Es el conjunto de normas de carácter jurídico, que est!!_ 

blccen ln formrt en que se tracitará el proceso fiscaL Además r!: 

gula la competencia del Órg.:mo público, denominado Tribunal Fis-

e.al de la Federación, la cnpacidad jurídica de las pa'Ctes interv!, 

nientea y establece las condiciones, fcnma y eficacia de los ac:-

tos procesales y los requisitos para la ejecución de la sentencia 

definitiva. 
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4.- Principies Rectores del Procedimiento. 

Al hablarse de principios del procedimiento, se hace -

referencia a las bases o fundm::ientos en que se apoyan las insci-

tuciones en el proceso. 

Los principios del procedimiento son las directrices -

dentro de las cuales han de desarrollarse las instituciones en -

el proceso. 

Es un concepto que, " ••• .¡ pcGar dl! ~u br~vedad recul-

ta acertado, dado que efectivamente, los principios procediment!!_ 

les son las directr lees de carácter general que orientan la rea-

lización adecuada de los actos. 11 
( 34) 

La intención es analizar los principios más difundidos. 

a) Principio de Inmediación. Este principio exige que 

l.'.l comu!'!iCfldÓn rlel 1uez con las partes y, en general, con todo -

el material del proceso, sea directo. Es decir, consiste esen-

cialmente en que el juez esté' en contacto personal con las par-

(34) ARELLANO García, Carlos. Q!!.:_ ~ 
Pags. 36 y 37 
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tes; _que reciba las pruebas, oiga sus alegatos, las interrogue, 

etc. 

b) Principio de Publicidad. La publicidad es el prin-

cipio según el cual debe ofrecerse al público la posibilidad, C2, 

mo regla, de presenciar la vista de los negocios, ofrece a. todo 

el mundo la ocasión de. seguir la marcha del proceso y con ella -

de controlar la conducta y las declaraciones del juez, de las 

partes, de los testigos y de todas lns <lcll1.Í5 r...:::r-...:G:!.'1!3 qt1•~ ~n él 

intc.rvienen, influyendo favorablemente sobre el comportamiento -

de las mismas. Incluso pat'a el público puede tener efectos edu-

cativos. Pero, lo más importante es que no deja lugar a que se 

piense que la ley de la publicidad infunde temor a los tribuna-

les en su act:ividad. El motivo justificativo de este: principio 

es ~1 ~..: '1U.:i l.1 .'.!C!:'.!nciíin pública anula la posibilidad de cort:u:e_ 

telas mediante. una inhibición producida por la presencia del pú-

blico que se encuentra presente. 

e) Pt'incipio de la Oralidad y de la Escritura. La or!!_ 

lidad es el principio según el cual las manifestaciones y decla-
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raciones que se hagan a los tribunales 1 para ser eficaces 1 nec;_ 

sitan ser formuladas de palabras. 

Por contraposición 3. él, el de la e9critura signific_! 

rá que e9as manifestaciones y declaraciones tienen que realizn,r 

se por escrito para ser válidas. La eser !tura tiene a su f:ivor 

la mayor seguridad porque las declaraciones quedan fijas y per-

m.anentes, las actuaciones pueden reconstruit'se y exo.minat"se. 

En contra se arguye que la reducción de lo actuado a escrito r~ 

quiere mayor tiempo, que la lectura es incómoda. y la austancia-

ción se hace pesad.Ll, que hay un obstáculo contra la publicida.d. 

Que si es un tribunal colegiado, el miembro ponente se entera a 

fondo del asunto y los demás confían en él. En el sistema de. -

la oralidad, los jueces y latt ¡.1<.u:·t:.as .!::!~::re 1-ml'I fiicil compren-

sión y memoria. Se juzga que acelera y da más vida al procedi-

miento. Sobre el principio de oralidad, se considera que es -

una exigencia que el juez o los magistrados ante los cuales se 

inició y desarrolló el proceso, sean los mismos que pronuncien 

la sentencia definitiva, porque só.lo ellos están en condiciones 
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de hacerlo con pleno conocimienco de causa. 

d) Principio de Concentración. Sabre este principioJ 

se afirma que 11 se presenta c.'.lracterísticamente en el proce-

ao oral y que debe haber el menor número posible dt.? J.uJlenci;J.9, 

en atención a que, cuanto más prÓXÜ!UlS a la decisión sean las -

actividades procesales, tanto menor es el peligro de que la iw.-

prcsién rt>cihi.d.'.l por quien ha de resolver, se borre )' de que la 

memoria lo engañe tanto más fácil resulta mantener la identi-

dad del juez durante el proceso. u (35) 

El maestro Pallnre.s afirma que este principio exige -

que las cuestiones incidentales que surjan dentro del proceso, 

se reserven par11 la sentencia definitiva, a fin de evitar que -

el proceso se paralice o se dilate, lo que a su vez exige redu-

cir al menor número posible los 112.mados artículos de previo y 

especial pronunciamiento, las excepciones dilatorias y los re-

cursos con efectos su:ipc.n.sivos. 

(35) AR.ELLANO GARCIA, Carlos. !!!!.:_ ~ 
Pag. 38 
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e) Principio de Igualdad de las Partes. Las partes -

deben estar en situac.ión idéntica frente al juez, por lo cual -

no haber ventajas o privilegios en favor de una ni hostilidad -

en perjuicio de la or.ra. O sea que las partes deben tener en -

el proceso un mismo trato, se les deben dar laB mismas oportun.!, 

dadcs para hacer valer sus derechos y ejercitar sus defensas, -

que siempre dentro de la inevitable desigualdad que produce la 

condición de actor y demandado. 

La igualdad frente 3 la ley es el principio más gene-

ral del cual es una especie la igualdad frente a la ley proce-

sal. J.a desigualdad procesal romper!<1 el principio de imp.:i.rci!!_ 

lidad que es básico en la administración de justicia. 

f) Principio de Congruencia de la Sentencia. lla de -

haber un., corre!!pc~c!:::nc!.:;. Cütrc lv e:>laí..u..l<lo en la sentencia -

con las actuaciones deducidas en el juicio. En otros términos, 

la sentencia ha de apegarse a las constnocias de autos. 

Conforme a este principio han de resolvi!!rse todos y -

cada uno de los puntos cuestionados en el litigio correspondie!!. 
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te al proceso que se resuelvl!, Ha de resolverse pues, sobre t.2_ 

do lo pedido, no ha de concederse más de lo solic.itado. Tfa de 

examinarse todo el elemento prueba llevado a juicio. 

g) Principio de Econom!a Procesal. Este principio -

equivale a que el proceso oe desarrolle, con el ahorro de tiem-

po, de energías y de costo, de acuerdo con las circunstancias -

de cada caso, 

Se afirma la nece!lidad de que 11 los conflictos de 

intereses susceptibles de ser resueltos i;t~diante la actividad -

jurisdiccional en un proceso, sean sometidos a reglas que perm,!. 

tan llegar a una decisión can el menor esfuerzo y gasto y en el 

menor tiempo posible, en beneficio de los litigantes y. en gen!. 

ral, de la administración de justicia." (36) 

Este principio está regido por el artículo 17 Consti-

tucional, en ln parte que se establece expresamente: "Los Tri-

bunales estarán nxpeditos para administrar justicia en los pla-

(36) ARELLANO García, Carlos. .Q!!.:_ f.!.S. 
Pag. 40 
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zos y términos que fije la ley. 11 También encontramos desarro-

llado este principio de economía procesal en el Código de Proc.:;, 

di.mientes Civiles del Distrito Federn.l, en l!l Artículo 31 que n 

la letra dice: "Cuando hayn varias acciones concrn unn. misma -

persona, respecto de una mi~nna cosa~ y provengan de una m.ismn -

causa, deben intentarse en una sola demanda; por el ejercicio -

de una o más quedan extinguidas las otras. 11 

h) Principio de Preclusión. También conocido con el 

nombre de principio de eventualidad. En realidad se trata de -

dos principios, indisolublemente unidos, pues, el d'! eventual!-

dad significa que, existe a favor de las partes una libertad P!. 

ra hacer valer sus derechos procesales. Es, dentro de esa 11-

bertnd, totalmente contingente, hacerlos valer o no hacerlos V!, 

ler en la oportunidad procl!sal correspondiente. 



CAPITULO rn 

LAS PARTES W EL PROCESO 

l.- Requisitos. 

El proceso, tal como hoy se concibe y se ho.lla regul.!!_ 

do, supon.e la existencia de dos o más personas en posición con-

trapuestn llamadas partes desde tiempos muy antiguos, de las -

i:::ual<:!s unil ejercitA la acctón. pidiendo al ón;~mo del cst.:ldo un 

acto jurisdiccional de tutela, y la otra es aquella frente a la 

cunl tal neto se solicita. 

"Frente al proceso, quienes no ocupen cualquiera de -

escas dos posiciones originaria o posteriormente, son terceros 

o representantes. 11 (37) 

Si el proceso es la institución pública encaminada a 

atribuir derechos privados y definir &~tuaciones jurídicas a -

(37) PRIETO Castro, Leonardo, !&:_ ~ 
Pag. 157 



- 55 -

través de la realización del orden jurídico, y la po:Jibilidad de -

obtener tal a.cribución o definición, mediante el ejercicio de la -

acción, se concede a todo el que éÜt!gue una violación o inseguri-

dad del derecho con respecto a determinada relación jurídica, es -

evidente que todo sujeto capaz de ser titular de un derecho puede 

ser parte en un ?roce so, al fin un modo de ejercicio tle ésr.e. 

Ahora bien, como esta cnpacidad. es la capacidad jurídi-

ca del derecho material, se puede enunciar el principio de que pu~ 

den ser parte en un proceso quienes gocen de la capacidad jurídi-

ca. 

El proct!SO no se concibe sin la existencia de un proble-

ma que no pueda ser resuelto en fonna pacífica pot' l:ls part:es lnt!:_ 

resadas. Pero como al proceso concurren muchas personas 1 físicas 

y morales, con intereses propios o representando intereses ajenos, 

terceros l'.!::<traños a la relación procesal y personas que repr~s~u-

tan a la sociedad, se hace necesario aclarar qué se entiende por -

parce. 

Por parte no debe entenderse la persona o personas de -

los litigantes, sino la posición que ocupan en el ejercicio de la 
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acción procesal. 

Esta posición no pued~ ser otra que la del que ataca o -

sea la del que ej ere ita la acción y 1.:1 de aquel respecto de la 

cual a frente n.l cual se ejercita. Por e:-;o no h.-1y má:; que dos Pª!. 

tes: actor que es quiúll ujercitn la acción y demandado, respecto -

del cunl se ejercita la acción. 

No importa que los actores sean varios o los demandados 

también sean dos o más personas. Siempre habrá dos partes única-

mente 1 las que atacan y las que son atacadas mediante la acción. 

No son partes el juuz ni los abogados. El ministerio pi!_ 

blico puede serlo cuando cj1n:cita acciones civi.les en nombre del -

estado o de la sociedad cor.i.o en los casos de nulidad de matrimonio 

o en representación de los intereses pecuniarios del estado. 

En cuanto a la capacidad procesc.il u.:::. el ;;c-der jurídico -

que otorgan las tey.:s a determinados entes de derecho para que 

ejerciten la acción procesal ante los tribunales. 

Tod3s las personas gozan de la garantía que declara el -

art!culo 17 constitucional y que consiste. substancialmente consi-
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derada, en el derecho de pedir y obtener Just.icia de los órganos -

del estado encargados de suministrarla, pero no todas ell.1s pueden 

ejercitar ese derecho sino únicamente las que tienen capacidad fJ't'2. 

cesal, o sen el poder comparecer en nombre propio o de otra persa-

na ante los tribunales en demanda de ju!ltic.ia~ presentar escrito~, 

rendir pruebas, interponer recursos, asistir '1 las diligencias y -

así sucesivamente. 

Para ~azar de capacidad procesal, es indispensable estar 

en pleno ejercicio de sus derechos civiles según lo ordena el 

artículo 44 del Código de Procedimientos Civiles para el D.F. Por 

lo tanto, no gozan de capacidad procesal, los menores de edad, los 

priva.dos del uso de la razón, los sordomudos que no sepan leer ni 

escribir, los que usan habitualmente drogas enervantes, etc. 

La capacidad se funda en el hecho de que ln persona que 

goz:i de ella, posee determinadas cualidades físicas, intelectuales 

y morales que la hagnn apta para ej ercita:r sus derechos. Quienes 

no las poseen s.on incapaces naturalmente o la ley loe declara ta-

les porque así conviene a la comunidad. Es naturalmente incapaz -
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el lnfante, el menor de edad que aún no posee el discernimiento su-

ficiente para tener el goce y di::Jfruce de sus derechos, el loco. -

etc. En cambio, el ebrio consuetudinario, el drogndicto, el que-

brado, lo son por disposición de la ley. 

Todos aquellos que no Bon partes 9on. respecto del proc~ 

so, terceros. La determinación del concepto de parte no tiene re-

lación alguna con el problema Je la legitimación para accionar. 

11Son partes aquellos que de hecho son sujetos del mismo, 

tal cualidad, con todas las consecuencias que de ello derivan, -

es independiente de la circunstancia de que sean ú no sean 1 en re-

!ación a la acción propuesta 1 también las partes legítimas. 11 (38) 

El requisito de la capacidad de las partes un presu-

puesto procesal y, por consiguiente, un requisito de la validez de 

la demanda; por eso si el juez señala, aún de oficio, la incapaci-

dad de una parte, deberá declarar por sentencia lJ. nulidad de la -

demanda. Sin embargo, si el in5tructor señala un defecto de repr!:_ 

(38) LIEBMAN, Tullio Enrico. Q.h ~ 
Pag. 65 
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sencación, de asistencia o de aui:::orización. deberá nsignnr un tér-

mino dentro del c.ual se podrá regularizar la posición del incapaz. 
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2.- Diferentes Clases de Parte. 

Una vez; aclarado el concepto de parte, existen dos ti-

pos de parte, a saber: 

a) Parte en sentido material. Las personaz física¡:; o m~ 

rales intervienen en un juicio y sobre las cuales recaen loo resol:, 

tados de la sentencia de fondo, término y fin del proca.sa 1:::isr:o. 

11 No p1wde aceptarse, teóricamente, la existencia de un -

juicio que no afecte derechos de persona alguna, pues carecería de 

objeto la intervención del Estado en un conflicto puramente espec~ 

lativo." (39) 

Por lo canto, en todo juicio existen personas que liti-

gan o que pleitean, como decían los antiguos, ya que el proceso es 

un verdadero pleito entre personas con intereses opuestos. 

Esas personas, en tanto serii.n partes, en cuanto que la ~ 

sentencia afecte sus derechos~ A ellos precisamente se les llama 

pa't'te en sentido material. 

La part:es, en pt'incipio 1 siempt'e son dos: la ciue ata.ca y 

(39) BECERRA Bautista, José. 2!!.:._ g!E.:_ 
Pag. 81 
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la que defiende, llamadns comúnmente parte. actora o demandante 

y parte demandada o reo (aún cuando esta expresión en nuestra 

práctica se destina al procesado por un delito)~ El actor y -

el demand.:J.do son pues las partes materiales en el juicio. 

Tanto el actor como el demandado pueden ser una o \1~ 

rias personas que conjuntamente h.'\Cfm valer sus derechos o sus 

defensas. Entonces todos los que demandan integran, para los 

efectos legalP.s, a la parte a e tora y todos los que son demand!!_ 

dos, integran a la parte demandada. 

Por ello la ley obliga a todos los que ejercitan la 

misma acción u oponen las mismas defensas a que nombren un re-

presentante comlln, a fin de que sea éste el medio para comuni-

carse en el juicio con todos los actores o demandados. 

"Sucede a menudo que la simple existencia del juicio 

puede afectar derechos de terceros aparentemente extraños a la 

controversia. En estos casos, esos terceros pueden venir al -

juicio ejercitando derechos propios. Estos derechos pueden -

ser opuestos a los del actor o a los del demandado o concurre!!_ 
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tes con el interés de alguno de ellos •11 
( 40) 

En todo caso estamos también en presencia de una nu!:_ 

va parte en sentido material a quien se denomina tercerista, -

para indicar su interés propio y distinto del actor o demanda-

do en el juicio y a quien afectará también la sentencia de fo!!. 

do que se pronuncie. 

b) Parte en Sentido Formal. Todo ser humanot desde 

que nace hasta después de mut!rto, puede ser parte material en 

un Juicio porque las sucesiones así como los menores e incapa-

citados pueden demandar y ser demandados ante los tribunales. 

Pero a pesar de ello no todoR puP.den comparecer, por 

s! mismos, a defender sus respectivos derechas. 

Esto mismo puede decirse de la.s personas morales 1 

bien senn sociedades o corpui:.a...:lulu~s. I:n ::.vJu.;:; c::;t:c= ~.:::;e:; 

surge la necesidad de la representilción. 

Efectivamente, si los directamente afectados no pue-

(40) BECERRA Bautista, José. 2J!.:. Cit. 
Pag. 82 
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den comparecer en un juicio por sí mismos, se necesita que 

otras personas actúen en el procedimiento aun cuando a ellas -

no les pare perjuicio, en lo personal, la sentencia que se di.!:_ 

te. 

Son los representantes 1 precisamt?nte, los que en tea 

ría se denominan partes formales. Se les llama partes por-que 

actúan en el juicio, pero forma.les porque no recaen sobre de -

ellos, en lo personal, lo.:; e.fectos J~ 1.:1 sc.nt.::nc!ü.. 
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J.- Representación. 

Como los incapaces procesalmente no pueden compare-

cer ante los tribunales con eficacia jurídica, es necesario -

que la ley tutele sus derechos !n5tituyendo la representación 

procesal, que no sólo puede tener validez tratándose de los 1,!! 

capaces. " ••• sino también cuando las personas que gozan de e~ 

pncidad procesal, desean que un tercero los represente en el -

juicio 1 >'ª sea porque se encuentren ausentes 1 porque sus nego-

cios no les permitan dedicar el tiempo necesario a su propia -

defensa, o porque estén impedidos a causa de enfermedad o por 

cualquiera otra circunstancia." (41) 

No es forzoso por lo tanto, que los litigantes actúen 

por su propio derecho, la representación procesal puede evitar 

lo y lo hace de dos maneras: legal y voluntaria. 

a) La primera es la que deriva de la ley y 

b) La segunda de la que confiere el interesado a otra 

(41) PALLARES, Edunrdo. Ob. E!J:.:. 
Pag. 139 
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persona a quien libremente elige. 

La representación legal surge en r:odos aquellos ca-

sos en que la inca.pncldad física i:npide a una persona compare-

cer por sí en juicio. Entre estas personas nos encontramoo a 

los menores de edad, a los incapacitados y a las sociedades y 

c.orporaciont!s, que siempre deben comparecer e:n juicio a través 

de un representante. 

"Los límites y facultades de la representación sur-

gen o de la ley misma o del documento que conste la design! 

ción del represent:ante. 11 (42) Será pues necesario acreditar, 

en cada caso, el origen de la representación y si ésta puede -

quedar vinculada a un acto de voluntad que la amplíe o restri!!. 

ja, como en el caso de las sociedades y corporaciones respecto 

a sus representantes legales, debe acreditarse ta:bién la .:un-

plitud de las facultades que se ostentan. 

Tratándose de la repreeentñ:c:iñn volunts.ria. é::t:i sur-

(42) BECERRA Baucisca, José. .2!!.:. ~ 
Pags. 85 y 86 
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ge, nonnalmcnce, de los téminos del mandato conferido, que -

puede ser general para pleitos y cobranzas o especial para tr!!, 

mitar un juicio determinado. 

El medio para conferir el mandato puede ser un ins-

trumento público, un documento privado, un endoso en los t!tu-

los de crédito, un simple documento privado, pudiendo también 

otot"garse mandatos verbales, Pero en todo caso, la validez -

del mandato deriva de las disposiciones sustantivas que nonnan 

la. forma del contrato de mandato y su amplitud surge de los -

términos en que está redactado. 

Al primer escrito que presenta al tribunal toda par-

te formdl en un juiclo, dt:.be.rá acompañar lo~ documentos que -

acrediten su representación, sin cuyo requisito no puede acep-

tar el juez la intervención de quien se ostenta ac'Cuando a no~ 

bre ajeno. 

"Cuando se trata de representación legal debe acrc.d.f. 

tarse ésta con el nombramiento o designación en favor de la -
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persona que comparece con el carácter de rcpresentante. 11 (43) 

(43) BECERRA Bautisca, José. Oh. ~ 
Pags. 98 y 99 



CAPITULO IV 

EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL PROCESO FISCAL 

1.- Re9oluciones y Actos A<lrniniscrativoG. 

La iidminiscración pública al encauzar el ejercicio de 

la función administrativa en forma unilateral o contractual, se 

manifiesta en una intensa actividad que se traduce en numerosos 

actos de naturaleza diversa, creadores de derechos y obllgacio-

nes. A diferencia del derecho privado, el estado impone unilat!_ 

ralmente obligaciones y cargas a los particulares y dispone de -

los medios efectivos para cumplirlas, al misr.io tiempo que es un 

creador de derechos. "La función administrativa se concreta en 

actos jurídicos, consistentes en una declaración de voluntad en 

ejercicio de una potestad administrativa y hechos y operaciones 

mat:eriales. 11 (44) 

El estado de derecho sometido al orden jur!dico 1 asume 

(44) SERRA Rojas, Andrés. QE..:_ Cit. 
Pag. 221 
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la re.-Jponsabilidad de los problamas socia.les y se preocupa en -

todos Rus actos por proteger el interés general por medio de a.s, 

tos adminiscrati'los o decisiones ejecucoriast que ec~man unila-

tcr.1lmente de su propia potestad pública, o de entidades que 

han recibido expres:imente l!Sa prerrogativa del poder público e!'!. 

caminados a la ejccuclón de lu ley. 

El acto administrativo no ha sido precisado por nucs-

tra legislación administrativa, a pesar de su importante misión. 

En resumen podemo!.l definir el acto administrativo, e~ 

mo una declaración que emanR dP. un -:lUj~to: la adm!nistrndón pQ. 

blica, en el ejercicio de una potestad administrativa, que 

crea, reconoce, modifica, trasmite o extingue una situación ju-

general. 

En lo que se refiere al derecho tributario administ.r!!, 

tivo 1 resulta de que para que el estado logre la satisfacción -

del interés en percibir los tributos. no es suficiente que el -

Poder Legislativo dicte las leyes que crean los hechos imponi-
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bles y que en la vida real se µrodu::c.:m hi;!c:hos generadores que 

produzcan obligo.e iones a cargo de deter.ninados sujetos. 3ino -

que dl!be desarrollarse una :icti·•idad por parte de la administr! 

ción para qut! esos hechos generadores no queden sin dt?cL1rarse 

o sin descubrirse~ para que los elementos necesarios para que -

se haga la determinación del crédito fiscal sean verazmente oh-

tenidos o declar:.idos y para controlar que efect:ivmnente ingre-

sen a las cajas públicas los créditos que se han creado a favor 

del estado. 

Existe pues, una actividad administrativa que se des~ 

rrolla en el campo de la tributación y que está dirigida a la -

satisfacción de la pretensión tributaria, pues la administra---

nos cumplan espontanea. puntual e íntegramente con sus obliga-

ciones tributarias. 

"Esta actividid adraini!Jtrativa tributaria, que se ex--

tiende a que no se sustraigan los deudores al cumplimiento de -

las posibles pretensiones tributarias, alcanza no sólo a aque-
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llas personas quienci:I se sabe que ya tienen el carácter de deu-

doreu tributarion, sino que vn oá9 allá, y tiene ta~bién como -

función investig<!r quiéneg pueden ser los presuntos deudores, o 

sea descubrir a a que llaa personas, que han realizado hechos ge-

ncn!dorcs tribl.!tarios, pero que no los han declarado. o que ha-

biéndolos declarado, no han expuesto a la administración fiscal 

los datoo necesarios p3rn realizar la determinnción df! sus ade~ 

dos .tributarios o habiéndolo hecho, es necesario verificar el -

cumplimiento de sus obligaciones." (45) 

Puede lógicamente esperarse que los particulares no -

cumplan espontáneamente con las resoluciones administrativas -

que puedan expedir las autoridades tributarias, as! como que -

tampoco cumplan, en todos los casos 1 con las obligaciones y de-

berea que imponen directamente las leyes. 

En caso de que los particulares no cumplan espontáne!. 

ro.ente las obligaclones, que les son impuestas por dichas dispo-

(45) DE LA GARZA, Francisco. 
Pag. 667 

"Derecho Financiero }{exica.no" 
Editorial Porrúa 1 S.A. 
México 1976 
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siciones, la administración tiene facultad de realizar sus pre-

tensiones mediante el uso de los medios de coerción, o sea de -

ejecución forzada. Xientras los particulares no pueden reali-

zar sus pre tensiones hacia otros particulares, o hacia loa en-

tes públicos sino recurriendo a la acción judicial, el estado y 

los entes públicos menores, para realizar sus derechos, no tie-

nen necesidad de la intervención de ninguna autoridad extraña, 

sino que pueden alcanzar tal fin, por medio de la actividad di-

recta e inmediata por los propios órganos administrativos. El 

maestro Serra Rojas ha dicho que los <1.ctos administrativos que 

afecten situaciones jurídicas particulares que no son volunta-

riamentc cumplidas, encuentran en la legislación administrativa 

lot:1 p1.:uct!<llwlt=uLoi:; i.:.ue.C"clLivut:1 para llevarlos a su final cumpl! 

miento. 
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2.- Decumda. 

Tenemos que partir de la base de que nueatra constit~ 

ción, en su artículo 16, dispone que "Nadie puede ser molestado 

en su persona, familia, dorJicilio, papeles o posesiones, sino -

cm virtud de raandamiento escrito de la autoridad competente 1 -

que funde y motive la causa legal del procedimiento." 

Dentro de la construcción jurisprudencial que ha he-

cho la Suprema Corte de Justicia de la Nación, destacan aqu~---

llaa resoluciones que se refieren a las facultades de las auto-

ridades administrativas. En tesis número 47 de la jurispruden-

cia común al pl~no y a las salas se hn establecido que las aut~ 

ridndes sólo pueden hacer lo que la ley les permita. 

También ha sostenido la Supresa Corte que las autori-

da.des no tienen más facultades qut.:. lü.ü q~z le lPy tes otorga, -

pues, si as{ no fuera. fácil ser!a suponer implícitas todas las 

necesarias para sostener actos que tendrían que ser arbitra---

t"ios, por e.arecer de fundamento legal. 

En época reciente. la Suprema Corte de Justicia ha e_! 
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tablecido en varias ejecutorias, que la motivación exigida por 

el art!culo 16 constitucional consiste en el razonamiento, con-

tenido en el texto mismo del acto autoritario de moli!.stia. se-

gún el cual quien lo emitió llegó a la conclusión de que el ac-

to concreto al cual se dirige :le a.justa exact.!llllente a las pr.e-

venciones de deterainados preceptos legales. Es decir, motivar 

un acto es externar las consideraciones relativas a las circun!! 

tancias de hecho que se formuló la autoridad p::!ra establecer -

la adecuación del caso concreto a la hipótesis legal y que para 

cumplir lo preceptuado por el art!culo 16 de la Constitución F,!:. 

deral, que exige que en todo acto de autoridad se funde y moti-

ve la causa legal del procedimiento, deben satisfacerse dos el! 

ses de requisitos, unos de forma y otros de fondo. El elemento 

form.a.l queda t.atisfcch~ ctt::irtdo en el o.cuerdo, orden o resolu-

ción se citan las disposiciones legales que ae consideran apli-

cables al caso y se expresan los motivoe que precedieron a eu -

emisión. Para integrar el segundo elemento, ea necesario quó -

loa motivos invocados, sean bastantes para provocar el acto de 
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autoridad. En otra ejecutoria, nuestro más alto tribunal ha -

soatenido que, de acuerdo con el artículo 16 constitucional, t.!?_ 

do acto de autoridad debe estnr suficientemente motivado y fun-

dado 1 entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con pr!:, 

cisión el precepto legal y aplicable en el caso Yt por lo segU!!_ 

do, que tamb~n deben señalarse con precisión las circunstan--

cias especiales o razones particulares o causas inmediatas que 

se hayan tenido en consideración parn la eficiencia del actow 

"Del artículo 14 constitucional surge la garantía de 

audiencia, la cual no obstante haber sldo for.:::ul:ida en los tér-

minos aplicables a los procesos jurisdiccionales, la jurispru--

dencia de ln Suprema Corte de Justicia de la Nación la ha ido -

extendiendo a los procedimientos administrativos.:: (4ój 

La Suprema Corte ha establecido que no es necesaria -

la foma de un procedimiento judicial para acatar el artículo -

(46) DE LA GARZA, Francisco, ~Cit. 
Pag. 687 
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14 constitucional. La idea de la Constitución es que en todo -

procedimiento que sigan las autoridades y que llegue a privar -

de sus derechos a un particular• se tenga antes de la pr iva.ción 

la posibilidad de ser o!do la posibilidad de presentar dcfen-

sas adecuadas. o sea, otorgar el derecho de audiencia al inter.!!_ 

sado y oportunidad de rendir sus pruebas. 

En oatcri.:! f!!:cril, la ::mdi!!r.c!.J ¿eber ser previa "" la 

resolución administrativa, para que se cumpla con la garantía -

constitucional. Así lo ha establecido claramente la Suprema -

Corte de Justicia tratándose de clausuras de establecimientos. 

Aún cuando en el juicio fiscal se viola frecucntemen-

te por la ley el principio procesal consistente en la igu<ildad 

de derechos y oportunidades de las partes en el proceso, el 

principio de cualquier manera debe subsistir en toda su integr! 

dad en el juicio tributario, llegando hasta sus últimas canse-

cuencias, como lo es la igualdad material y formal de las par-

tes en el juicio, a la que también tiende la socialización del 

proceso civil. 
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Otra de las c;iusa.s de que en el procedimiento no en-

cuentre el administrado las garantías debtdas es el trato de -

desigualdad de que son objeto las partes. La Adcinistración PQ 

blica aparece siempre ante el juez, como titular del interés pú 

blico y egoista frente a los intl!reses particulares del admini:!_ 

trado. Lo que ha determinado una actitud de preferencia por -

parte del juez ante ln administración pública, rompiendo de he-

cho el principio de igualdad, que tan celosamente consagran las 

leyes procesales. 

Ahora bien, el plazo general para la presentación de 

la demanda ~s dentt'o de los cuarenta y cinco días siguientes a 

aquel en que haya surtido efecto la notificación del acto impus. 

nado o en que el afectado haya tenido conocimiento de él o de -

exista notificación legalmente hecha. 

Además, solamente se computarán los días hábiles, en-

tendiéndose por éstos, en los que se encuentren abiertas al pú-

blico las oficinas de la!-:i salas del Tribunal Fiscal durante el 
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horario normal de labores. Asimismo 1 la existencia de personal 

de guardia no habilita los díat1 en que se suspendan las labo-

res. 

Sin embargo, la regla general que establece ~l a.rtÍC_!! 

lo 207 del Código Fiscal, contempla las excepciones siguientes .. 

a) Cuando el interesado fallezca durante el plazo pa-

ra iniciar juicio, entonces dicho plazo se suspenderá hasta un 

año si antes no se ha aceptado el cargo de repreaentante de la 

sucesión. 

b) Las autoridades podrán presentar la demanda y den-

tro de los cinco años siguientes a la fecha en que sea emitida 

la resolución, cuando se pida la modificación o nulidad de un -

acto favorable a un particular• salvo que haya producido efec-

toR de tracto sucesivo, caso en el que se podrá demandar la mo-

dlficación o nulidad en cualquier época sin axceder de loe cin-

co años del último efecto, pero los efectos de la sentencia, en 

caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particu-

lar, sólo se retrotraerán a los cinco años anteriores a la pre-
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sencación de la demanda. 

Al Tribunal Fiscal siempre se debe acudir mediante e~ 

crito, para plantear la demanda, no existiendo la opción de ha-

cerlo verbaltiente, como ocurre por ejemplo en materia laboral. 

Según el artículo 208 del Código Fisc.al, la demanda -

debe contener los si~uientt.?s puntos. 

I.- Se deberá indicar la denominación completa y C,2. 

rrecta de la sala regional competente por razón del territorio, 

o si se trata de las Salas Regionales Metropolitana~, con sede 

en el Distrito Federal, dirigir el escrito de demanda al Presi-

dente del Tribunal Fiscal de la Federación, para que éste a su 

vez, lo turne a la Sala Regional Metropolitana que. le correspo!!. 

da conocer. 

I!.- Notibre del actor y el domicilio que señale para 

oir notificaciones, y los del tercero interesado cuando lo ha--

ya. 

111.- El nombre y domicilio del par'l:icular demandado 

cuando el juicio sea. promovido por la autoridad administrativa • 

. ESTA 
SAUR 

TESIS 
llE u, 

N3 DEBE 
ülifüGTECA 



- 60 -

IV.- La indicación de la resolución it?:.pugnada, cita!!, 

do por lo mismo con toda precisión los datos que contenga para 

identificarla claramente, como son: fecha, número de expedien-

te, funcionario que lo expidió o tramitó, número de oficio, de-

pendencia o dependencias, etc. 

V,- El señalamiento de la autoridad o autoridades -

demandadas. 

VI.- El actor debe narrar los hechos que den motivo 

a la misma. Considero, que esa narrativa debe hacerse con cla-

ridad 1 brevedad y precisión. Además, es conveniente que los h!:_ 

chos se narren en un orden cronológico, o sea, exponiendo los -

hechos acontecidos en el tiempo, por orden de fechas, de la más 

innecesarias 1 porque de lo contrario se atenta en contra del -

principio de economía procesal. 

VII.- La expresión de los agravios que le causa al d!:, 

mandante el acto impugnado. 

Los agravios es la invocación de una regulación jurí-
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dica aplicable al caso, la e::;;:igenci.:i de que se imponga la lega-

lidad anulando el acto impugnado. Su carácter es normar, impo-

ner el deber aer a la situación controvertida. 

ºLoa agravios son la parte fundamental o medular de -

l;i demanda porque de los mismos dependeLá que la Sala del Trib~ 

nal declare la nulidad o validez del acto itlpugnado. 11 (47) 

Los agravios son las argumentaciones o razonamientos 

lógicos, que expresa el actor para demostrar jurídicamente que 

las resoluciones impugnadas son contrarias a la ley que se inv~ 

ca. En los agravios se encuentran pues los fundamentos legales 

que ae consideran aplicablcg por el ;ictor o demandante y pueden 

consistir en una ley• reglamento, jurisprudencia, principios j!!_ 

r!dicos generales o doctrina de derecho. 

Asimiswo, admitida la de.manda, se correrá traslado de 

la misma al demandada, emplazándolo para que la conteste dentro 

de los cuarenta y cinco días siguientes a aquél en que surta -

(47) SANCHEZ León, Gregario. "Derecho Fiscal Mexicano 11
• 

Edic. Cárdenas Editor Distribuidor. México 1986. 
,Pag. 457 
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efectos el emplJ.~1:uni~nto. 

De acuerdo con el artículo 212 del Código Fiscal de -

la Fcderación 1 indica quf.: cuando ;ilguna autoridad que debe ser 

parte en el juicio no fuese señalad:i por el actor como demanda-

da, de oficio se le correrá traslado de la demanda para que la 

conteste en el plazo a que se refiere el párrafo anterior. 

El dc:n::mdado emplaz.:ldO debe contestnr la. demandn deo-

tro de loa 45 días siguientes a aquél en que surta efectos el -

emplazamiento, 
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3.- Ampliación de la Demllnda. 

De conformidad con el artículo 210 del Código Piscn.l, 

el demartdnnte o accionante tendrá derecho de ampliar la demanda 

dentro de los 45 d!as aiguientes al en que surta efectos el 

acuerdo recaído a la contestación de la demanda, pero solamente 

en los siguientes casos: 

a) Cuando se demande la nulidad de una resolución ne-

gativa fleta. De no ampliarse la demanda en este supuesto, de-

be presumirse la validez de la negativa fleta. 

b) Cuando el actor no haya conocido los fundamentos o 

motivos de la resolución impugnada sino hasta que la. demanda -

fue contestada. 

e) En el caso que prevé el último párrafo del art!c!!, 

lo 129 del Código Fiscal. 

Ahora bien, si no se produce la. contestación a la am-

pliación de la demanda en tiempo, o dicha contestación no se r!:_ 

fiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los qu.? el a_s 

tor impute de manera precisa al demandado, salvo que por las -
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pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuadoa. 

El plazo para contestar la ampliación de la demanda, 

será dencro de los 45 días siguientes al en que surta efectos -

ln notificación del acuerdo que admita la ampliación. 
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4.- Contestación. 

De conformidad con ul artículo 213 del C6digo Fiscal, 

el escrito de contestación de la demanda deberá expresar lo si-

gu!ente: 

t, - Los incidentes de previo especial pronunciamierr 

co. "Esta fracción está relacionada con el artículo 217, del -

Código Fiscal• que establece como incidentes de previo y espe-

cial pronunciamiento" loa relativos .l la incompetencia por ra-

zón de territorio, acuI!lulación de autos. nulidad de notif :!.caci2 

nes. incerrupciOn por causa de muerte o disolución, 11 (48) 

Lo:; incidcntc;l de previo y especial pronunciat::1.iento, 

son los que suspenden el curso del juicio mientras no se resue!, 

van, por referirse a presupuestos procesales sin los que el pr2 

ceso no puede ser válido~ Se les llama de especial pronuncia-

mienta. porque se deciden mediante una resolución que únicamen-

te a ellos concierna y no por la resolución definitiva en la -

(48) SANCHEZ León, Gregario. ~ Cit. 
Fag. 457 
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que se deciden las cuest:iones litigiosas. 

rr.- Las consideraciones que a su juicio impiden se 

emita decisión en cuan e o al fondo. o demuestren que no ha naci-

do o se ha extinguido el derecho en que el actor apoya su deca!!. 

da. 

Lo anterior significa que la fracción transcrita se -

refiere a derechos sustantivos, mientras que la primer:!. trata -

de cuestiones procesales. 

III.- Un capítulo de hechos, en el cual se referirá -

concretamente a cada uno de los hechos que el demandante le im-

pute de manera expresa, afirmándolos, negándolos, expresando -

los que ignora por no ser propios o exponiendo como ocurrieron, 

segGn sea el caso~ 

Si la contestación no se refiere a todos los hechos, 

se tendrán como ciertos loe que el accor impute de manera prec_! 

sa al demandado, salvo que por las pruebas rendidas o por los -

hechos notorios rc.sulten Jt!svirtuados. 

IV.- Los argumentos por medio de los cuales se de-
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muestre la ineficacia de los agravios. 

V.- Las pruebas que ofrezca. 

En caso de que se ofrezca prueba pericial o tc.stimo--

nial, se precisará los hechos sobre los que deben versar y se -

señalará los no:t:bres y domicilios del perito o de los testigos. 

Sin estos aeñala:nientos se tendrán por no ofrecidas dichas pru~ 

ba.s. 

VI.- Nombre y domicilio del coadyuvante cuando lo 

ha1a. 

VII.- En caso de resolución de negativa fleta, la -

autoridad expresará los hechos y el derecho en que se apoya la 

misma. 

VIII.- En la contestación de la demanda o hasta an-

tes d~l cierre de la instrucción, la autoridad demandada podrá 

allanarse a las prt!tensiones del demandante o revocar la resol.'! 

ción impugnada. 

Por otra parte, en la contestación de la demanda 1 no 

podrán cambiarse los fundamentas de derecho de la resolución 1~ 
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pugnada. Lo anterior, con el fin de que no se altere o cambie 

l.a litis, t.ratando de. fundamentar con la contestación de demnn-

da, la resolucii3n impugnada, o sea. no se deben invocar dispos!, 

e iones legales diversas, con las que se trate de fundar poste--

riomcnte el acto imµugnado. 

Asimismo, el artículo 214, del Código Fiscal. señala 

los documcmtos y pruebas que se deben adjuntar por el demandado 

a la contestación de la demanda. éstos son los siguientes: 

a) La fracción I, del citado artículo. requiere que -

se acomp-aiien copias de la contestación para el actor, el ter ce-

ro señalado en la dc:ianda 'J pn:ra el coadyuvante, en su caso. 

b) El documento en que acredite su personalidad cuan-

do el demandado sea un particular y no gestione en nombre pro--

pio. 

c) El cuestionario pericial que debe desahogar el pe-

rito, el cual deberá ir firmado por el demandado. 

d) Adeciis, · 1a.s pruebas documentales que se ofrezcan. 
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5.- Medios Probatorios. 

En los juicios ante el Tribunal Fiscal. serán admisi-

bles toda clase de pruebas, excepto la de confesión de la:; auto-

ridade!J mediante abtJolución de posiciones. "Sólo se permite la 

confesión que se hace en forma distinta, pero de c .. :mcra. cxprt!sa, 

ya sea al formular la dec:tanda, o al contestarla. en su amplia---

ción o contestación de la ampliación, o en cualquier otro acta -

del proceso." (49) 

Considero que en el juicio contencioso administrati--

vo, no se admite la prueba de confesión de autoridades mediante 

absolución de posiciones, debido a que los servidores públicos -

no son permanentes en sus cargos, sino que están sujetos a cam--

bias frecuentes, por lo que en la mayoría de los e.o.sos no decla-

rar!a el mismo funcionario, y como la confesión mediante posici~ 

nea tiene carácter personal, debe recaer sobre hechos propios, -

att"ibuidos al confesante o sea al servidor público. Por cense--

(49) SANCHEZ León, Gregario. ~ .9.!:_,_ 
Pag. 484 
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cucncia se desvirtuaría la prueba si declarara diverso funciono-

rio, el cual además no podría tener a la vista la documentación 

necesaria, ni mucho menos la a5esor!a indispensable para respon-

der a las preguntas, originiindose por tanto en el juicio, indcb! 

damente, consecuencias jurídicas desfa::or.1.blcs para la adminis--

tración fiscal y no para el funcionario confesante. 

Las pruebas deberán ofrecerse en la demanda y en con-

testación de la misma, según lo previsto por los artículos 208 -

fracción V. 209, 213 fracción IV y 214 del Código Fiscal. 

Las pruebas se desahogan antes de declararse cerrada 

la instrucción. 

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre 

que no se haya dictado sentencia.. Las prueb;1s supervenientes -

son las que nacen o de las que se tiene conocimiento después de 

la letiscontestación 1 pero antes de dictarse sentencia. 

En cuanto a la prueba testimonial, puede ofrecerse en 

la demanda o en la contestación de la misma, y en ambos ca.sos, -

actor o demandado, precisarán los hechos sobre los que debe ver-
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sar y señalarán los nombres y domicilios de los testigos. Sin -

estos señalamientos se tendrá por no ofrecida. En cuanto al --

desahogo de est:! prueha, el artículo 232. del Código Fiscal, di!! 

pone que para desahogar la prueba testimonial se rl!qui:?rirá a la 

oferente para que. presente 11 los testigos y cuando ésta manific! 

te no poder presentarlos, el magistrado instructor los citará P!!, 

ra que comparezcan el día y hora que al efecto señale. De los -

testimonios St! levantará acta pormenorizada y podrán serles far-

muladas por el magistrado o por las partes aquellas preguntas 

que estén en relación directa con los hechos controvertidos o -

persigan la aclaración de cualquier respuest.:i. Las autoridades 

rendirán testimonio por escrito. 

En lo que Be refiere a la prueba pericial, puede -

ofrecerse también en la demanda o en la contestación, adjuntan-

do cada parte su cuestionario pericial correspondiente• debida-

mente firmado por el actor o por el demandado, según sea quien 

lo adjunte. 

La prueba pericial se sujetará a lo Biguiente: 
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a) En el auto que recaiga a la contestación de la de-

canda o de i;u arnplfación. se requerirá a las partes para que de~ 

ero del plaz.o de diez días presenten a sus peritos. a fin de que 

acrediten que re1.10en los requisitos correspondientes, acepten el 

cargo y protesten su legal desempeño, apercibiéndolas de que si 

no lo hacen s!.n junta causa, o la persona propuesta no acepta el 

cargo o no reune los requisitos de ley, sólo se considerará el -

peritaje de quien haya cumplido el requerimiento. 

b) El magistt"ado instruccor, cuando a su juicio deba 

presidir las diligencias y lo permita la natura.l~z.a de ~sta, se-

ñnlará lugar. día y hora pnra el desahogo de la prueba pericial 

pudiendo pedir a los pericos todas las aclaraciones que estime -

conducentes la práctica de nuevas diligencias. 

e) Por una sola vez y por causa que lo justifique, C.2, 

municada al instructor antes de vencer los plazos correspondien-

tes, las partes podrán solicitar la sustitución de su perito, s~ 

ñalnndo el nombre y domicilio de la nueva persona propuestaª La 

parte que haya sustituido a su perito, ya no podrá hacerlo en el 
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caso previsto en la fracción Ill del artículo 231 del Código Fi~ 

cal de la Federación. 

d) El perito tet'cero será designado por la sala regi~ 

nal de entre las que tenga a<l~critas. En el ca::;o di! que r:o hu--

hiera perito adscrito en la ciencia o arte sobre el cual verse -

el peritaje, la sala designará bajo ~u respons.:i.billdaJ a la pe:--

sana que debe rendir dicho dictamen y las partes cubrirán sus h~ 

norarios. Cuando haya lugar a designar perito tercero valuador, 

el nombramiento deberá recaer en una institución fiduciaria, de-

biendo cubrirse sus honorarios por las partes. 

Finalmente las pruebas docur.ientales, se deben ofrecer 

en el escrito de demanda y en el de contestación a la misma, de 

acuerdo a lo dispuesto por el artículo 209, fracciones III, IV y 

VtI y 214~ fracción VI del Código Fiscal de la FedBt'ación .. 

El antepenúltimo y penúltimo párrafos del art!culo 

209 del Código citado anteriormente disponen que, cuando las -

pruebas documentales no obren en poder del demandante o cuando -

no hubiera podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos -
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que legalmente se encuentren a su disposición éste deberá seña-

lar el archivo o lugilr en que se encuentren par;i que a su costa 

se 01.'J.nde expedir copia de ellos o que se requiera. su remisión 

cuando ésta 11ea legalmente posible. Para este efecto deberá ---

identificar con toda precisión los documentos tratándose de --

los que pueda tener a su disposición, bastará con que acompañe -

copia de la solicitud debidamente presentada. Se entiende que -

el demandante tiene a su disposición los documentos, cuando le-

galmente pueda obtener copia autorizada de los ar iginales o de -

las constancias. En ningún caso se rcqueririi el envío de un ex-

pediente administrativo. 

En relación con la prueba documental, por su parte, -

el artículo 233 del Código Fiscal dispone que, a fin de que las 

partes puedan rendir sus pruebas, los funcionarios o autoridades 

tienen obligación de expedir con toda oportunidad las copias de 

los documentos que lea soliciten; en caso de que no se cumpla -

con esta obligación, la parte interesada solicitará al magistra-

do instructor que requiera a los omisos. 
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"Cuando sin causa justificada la autoridad demandada 

no expida las copias de los documentos ofrecidos por el dt?.m.indn.!!, 

te para probar los hechos imputados a aquella y siempre que los 

documentos solicitados hubieran sido identificados con todd pre-

cisión tanto en sus características como en su conti?nido, :::le pr! 

sumirán ciet"tos los hechos que pretenda probar con esos documen-

tos." (SO) 

(50) SANCl!EZ León, Gregorio. .Q!l..:. f.!!:. 
Pag. 490 
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6.- Recureoa. 

Se llaca recurso contencioso administrativo. porque -

es un medio jurisdiccional de impugnar una decisión de autoridad 

en la que ésta ha transgredido una norma, o se ha causado un da-

ño jurídico. 

Considero que al concepto anterior. se le debe agre-

gnr que 111 transgt"esión de 1.1 norma y el perjuicio jurídico cnu-

sado, se lleva a cabo en detrimento de una de las partes a la 

que la ley le otorga el derecho de recurrir la, ya que sabemos 

perfectamente, que por ejemplo, el recurso de revisión sólo se -

otorga en favor de lns autoridades, pero no de los particulares. 

I.- Del Recurso de Reclamación. De acuerdo al art!c~ 

lo 242 del Código Fiscal, el recurso de reclamación se interpon-

drá dentro de los 5 días siguientes a aquel en que surta efectos 

la notificación respectiva. 

ü) Autorid:id que conoce del Recurso: es precisamente 

la Sala Regional respectiva. 

b) Partes que lo pueden interponer: actor. demanda-
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do, tercero y coadyuvante, atendiendo en cada caso a l.:i causal 

de interposición. 

e) Resoluciones en concra de las cuales procede el. r!, 

curso: a las que se refiere el art:ículo 242, del Código Fiscal 

y que son respectivamente las siguientes. 

1.- Admit~m o desechen la demanda o la contestación. 

2.- Ad::!it:m o de•H:'Ghen L'ls prucb,-;.s. 

3.- Admitan o rechacen la intervención del coadyuvan-

te o del tercero. 

4.- Decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio. 

Il.- Del Recurso de Queja. De acuerdo al artículo 245 

del Código Fiscal, el recur!Jo de queja se interpondrá dentro de 

los 15 días siguie.ntes a aquel en que surta efectos la notific! 

ción respectiva. 

a) Autoridad que conoce del re.curso: la Sala Superior 

del Tribunal Fiscal. 

b) Partes que lo pueden interponer: la parte perjud!, 

cada por violación de la jurisprudencia. del Tribunal Fiscal, --
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que podrá ser cualquiera. de las que señala el artículo 198 del 

Código FiscuL 

e) Resoluciones en contra de las cuales procede el r~ 

curso: contra resoluciones de las salas regionales violatoria.s 

de la jurisprudencia del Tribunal. 

III. - Del Recurso de Revisión, De acuerdo al art!cu-

J.o 249 d~l CóJi50 Fiaca!, el recurso de revisión se interpondrá 

dentro del plazo de 15 días siguientes a aquel en que surta 

efectos la notificación de la resolución que se impugna. 

a) Autoridad que conoce del recurso, L~ Sala Supe-

rior del Tribunal Fiscal. 

b) Partes que lo pueden interponer: únicamente las -

autoridades que figuran como p:irt~s, :cnga¡¡ ~1 carácter de actor 

o demandada en el juicio. 

e) Resoluciones en contra de las cuales procede el r~ 

curso: en contra de las resoluciones dictadas por las salas r!:. 

gionales que decreten o nieguen sobreseimientos y las senten-

ciae definitivas. También serán recurribles las sentencias de 
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las salas regionales por violaciones procesales cometidas du:-a!!_ 

te el procedim.i.:?nto que afecten bs defensas del rccurrence y -

trasciend.J.n al strntido del falle. 

e) Resoluciones en contra de los cuales procede el re 

curso: en contra de las resoluciones dictadas por las salas r~ 

gionalcs que decreten o nieguen sobreseimjentos y las senten---

cias definitivas. Tambi~n <;l'!rtín ri:currtbl~s bs sc~t~;".c!.:rc de: ~ 

las salas regionales por violaciones procesales cometidas dura!:_ 

te el procedimiento que afecten las defensas del recurrente 'l -

trasciendan al sentido del fallo. 

d) Requisitos de procedibilidad del recurso: que el -

asunto sea de importancia y trascendencia a juicio del titular 

de la secretaría de estado, departamento administrativo u orga-

nismo descentralizado a que el asunto corresponda. y por lo mi!!, 

mo, el escrito de interposición será íirmado por el titular de 

la t;ecretar!a, departamento u organismo, y en caso de ausencia, 

por quien legalmente deba sustituirlos. 



CONCLUSIONES. 

l.- La justt.cia social en su aspecto gener.:il, debe -

perseguir el bien común y no el bienestar de unos cuantos. Es 

decir. el propósito fundamental de la justicia, <!5 la Cstructu-

ra básica de la sociedad, organizando el modo en que las insti-

tuciones sociales t'eparten los derechos y obligaciones y deci--

den además, l~s ventajas que nacen de la cooperación social. 

2.- Es evidente que la persona humana, goza de cier--

toa derachos, cuyo ejercicio deberá llevarse a cabo, con los lf 

mites que el derecho ajeno le impone. Las garantías constitu-

cionales son Ja consngrac:ión por escrito de esos derechos y cuya 

finalidad es prevenir su respeto a través del juicio de amparo. 

3.- Todo estado de derecho tiene que cumplir con cie.r 

tas func:iones 1 que se resumen a continuación: 

a) Actividad encaminada para hacer las nomas ge-

nerales ql!e deben estructurar al estado, y reglamentar las re1!_ 

ciones entre éste y los ciudadanos y las relaciones de los ciu-
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dadanos entre sí. 

b) La función encamino.da a proteger el ordenamie!! 

to jurídico, defln!en<lc la norma y aplicándola a casos concre-

tos. 

e) Finalmente, promovc:r que todas las necesidades 

de los ciudadanos, en el ord~n material, social y cultural :Jc::l.n 

satisfechas, fomentando al mismo tiempo, el progreso social. 

La función judicial del estado cona is te pues, en in-

tervenir en los conflictos jurídicos, a fin de que los intere-

sea particulares y colectivos queden satisfechos cuando han de-

jada de estarlo por incumplimiento de la voluntad de los mismos 

interesados. 

4.- El proceso es un instrumento del derecho, en vir-

tud de que en él se hacen patentes las norma.e en forma eingula-

ri%ada a loe individuos o a los entes que necesitan tutela jur.f 

dica, tutela que se supone arreglada a justicia. 

5.- El derecho procesal es un conjunto de normas que 

organizan al proceso. Regula la competencia del órgano públi-



co, la capacidad de las partes, y eotablece loa requisitos de -

los actos procesales, los efectos de la cosa ju::gada y Lrn con-

diciones para ej:?cutar la sentencia. 

6.- Los principios que deben regir a un procedimien--

to, serán el sustento o lna bases en que se apoyan las in:3titu-

cienes del proccno. Es decir, los principios pr.occdimentales -

son las directrices que orientan la realización de los actos. 

7 .- El proceso supone necesariamente, la existencia -

de dos o más peroonns en posición contraria, de las cuales una 

de ellas ejercita la acción, y la otra es aquella a la que se -

le está solicitando tal acto. 

8.- Existe una actividad administrativa del estado, -

que se ejerce en el campo de la tributación, y que consigte en 

satisfacer las pretensiones tributarias. La administración no 

puede ni debe esperar que todos los ciudadanos cw::iplan volunta-

riamente sus obligaciones fiscales s Esto quiere decir, que ti!_ 

ne la facultad de hacer uso de los medios de coerción que esta-

blecen las leyes para satisfacer sus pretensiones. 
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9ª- En el juicio fiscal. de acuerdo a la investiga--

ción realizada, lamentablemente es frecuente. encontrar violaci!!_ 

nes al principio de igualdad de derechos ). oportunidades de las 

pnrtes. L1 admlni9t:rac:ión pública aparece, c.omu titulnr del i!! 

terés del estado. Lo que ha ocasionado una actitud de prcferc!!. 

ciil por parte de:l jue::, ra:!!pi~m1o de hecho con el principio de 

igualdad, que tan celosamente han consagrado las leyes del pro-

ceso. 
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